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PRÓLOGO

Nadie duda de que la violencia de género es uno de los grandes problemas que tiene la sociedad actual. Prácticamente, no hay día o semana en el que no haya que lamentar la pérdida de la vida de alguna mujer por esta causa y ello es solo la punta visible del iceberg, lo que permite imaginar la terrible magnitud oculta del drama que, a diario, sufren miles de mujeres (y otros familiares: niños, dependientes) por esta causa. El legislador es consciente de ello y, desde 2004, ya contamos con una regulación importante sobre la cuestión. Concretamente, la Ley 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género (LOVG), ha abordado desde diferentes frentes la protección de la víctima de este tipo de violencia.

Uno de estos frentes es el laboral, en cuanto se revela como básico y fundamental para la mujer maltratada el poder disponer de una independencia económica, y esta se logra, en la mayoría de las ocasiones, a través del desempeño de un puesto de trabajo. Por lo tanto, si para cualquier persona es importante el tener empleo, para la mujer víctima de violencia de género, lo es todavía más. En este sentido, el legislador diseña una serie de medidas pensadas para facilitar el acceso al mercado de trabajo de este tipo de víctima y, en caso de que ya esté incorporada a aquel, para garantizar o facilitar el mantenimiento de ese puesto. Finalmente, si es imposible coordinar el trabajo con la situación de violencia que se vive, y se decide suspender o extinguir el contrato, la afectada también gozará de protección, incluida la económica. Esta protección también se disfrutará cuando no se disponga de recursos económicos suficientes, con independencia de que se haya trabajado o no, aunque con sujeción a determinados requisitos (v. gr., rentas de integración social, salario de la libertad y similares).

El libro que ahora se presenta se dedica, fundamentalmente, al análisis de todas estas medidas laborales y de apoyo económico a la víctima de violencia de género, pero, antes de ello, también se considera importante comenzar con el examen de ciertos aspectos más generales. Ciertamente, es necesario partir de un estudio de la violencia de género desde la perspectiva internacional, reparando en su marco jurídico y estratégico, la relación entre violencia de género y derechos humanos y los mecanismos internacionales de control y protección contra este tipo de violencia. También se estima de interés el concepto y rasgos de la violencia de género desde la perspectiva del Derecho del trabajo o el aspecto de la acreditación por la mujer maltratada de la situación violenta que vive.

En relación con las medidas encaminadas a apoyar la incorporación de la mujer al mercado de trabajo, cabe aludir al largamente esperado programa específico de inserción sociolaboral de las mujeres víctimas de violencia de género, ya sean trabajadoras por cuenta ajena o por cuenta propia, previsto en el art. 22 LOVG y, finalmente, aprobado por el Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre. Este programa tiene sus antecedentes en otros similares de carácter autonómico, como el ya existente en la Comunidad Autónoma de Galicia desde 2006. Esto determina el interés por el estudio de las políticas autonómicas sobre violencia de género, especialmente la gallega, concretada en la Ley 11/2007, de 27 de julio, gallega para la prevención y el tratamiento integral de la violencia de género.

Esta ley gallega prevé -de manera similar a otras autonómicas- un abanico de medidas dirigidas a estimular la formación y el empleo de este colectivo de mujeres, entre ellas, ayudas y subvenciones a las empresas que las contraten; un plan de ayudas a las propias mujeres afectadas que decidan constituirse como trabajadoras autónomas; la puesta en marcha de programas de colaboración con entidades locales y con órganos de las Administraciones Públicas (distintas de la local), universidades y entidades sin ánimo de lucro; la inserción como colectivo preferente de estas mujeres en todos los programas de formación profesional ocupacional y continua y de inserción laboral y su preferencia, también, para ser contratadas en todos los procedimientos de selección que se efectúen a través de las oficinas del servicio público de empleo de Galicia, siempre que exista igualdad de méritos profesionales respecto de otros candidatos.

De otro lado, las medidas dirigidas a la protección del empleo, cuando ya se tiene, actúan en dos frentes. El primero, el de la conciliación de la situación personal de víctima de violencia de género con la vida laboral. Se trata de armonizar el derecho a la protección de la mujer trabajadora con el desarrollo de un puesto de trabajo, y aquí será el empresario el que tendrá que soportar y facilitar el disfrute de determinados derechos laborales de la trabajadora, en cuanto dirigidos a garantizar su derecho a la asistencia social integral y su propia protección personal frente al maltratador.

Estas medidas de flexibilización laboral se escalonan, entre sí, en una secuencia de intensidad creciente y actúan sobre diferentes aspectos de la relación laboral, como el tiempo o el lugar de trabajo. En cuanto al primer aspecto, la trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario (dimensión cuantitativa) o a la reordenación del tiempo de trabajo (dimensión cualitativa), a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo (v. gr., el horario fijo variable, horario libre, márgenes de cortesía y similares) (Disposición Adicional séptima, uno, LOVG y art. 37 ET).

Por lo que respecta al lugar de trabajo, se prevé que, si la trabajadora víctima de violencia de género se ve obligada a abandonar su puesto de trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, aquella tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante en cualquier otro de sus centros de trabajo. Se estaría, entonces, ante un supuesto de movilidad geográfica a instancias de la trabajadora (Disposición Adicional séptima, dos, LOVG y art. 40 ET).

El segundo frente de estas medidas protectoras es el blindaje del puesto de la trabajadora frente a la más enérgica manifestación del poder directivo empresarial -la extinción del contrato- cuando aquella incurre, a causa de la agresión que sufre, en faltas de puntualidad o asistencia al trabajo o hace uso de los derechos que el legislador le reconoce. En esta línea, se consideran justificadas las faltas de asistencia o puntualidad al trabajo cuando estas vengan motivadas por la situación física o psicológica derivada de la violencia de género y así lo acrediten los servicios sociales de atención o servicios de salud (art. 21.4 LOVG). Ello impide que tales faltas se tomen en consideración a efectos de un despido disciplinario. Ahora bien, al mismo tiempo, se prevé que aquellas no computen a los efectos de alcanzar los porcentajes de absentismo laboral para poder efectuar despidos objetivos (Disposición Adicional séptima, seis, LOVG).

Otro mecanismo de protección del contrato de trabajo consiste en calificar como nulo todo despido de una mujer víctima de violencia de género cuando no se consigue probar su procedencia y aquella ha ejercido previamente los derechos laborales que el legislador le concede para su protección [Disposición Adicional, siete, LOVG y art. 55.b) ET].

Por último, si las medidas recién expuestas son insuficientes para dar una cobertura protectora adecuada a la trabajadora o, en todo caso, es imposible compatibilizar esa protección con el normal desarrollo de la actividad laboral, el legislador prevé otras extremas, que afectan a la propia pervivencia del vínculo laboral. Dichas medidas son la suspensión y la extinción contractuales, acompañadas de una protección clara desde el punto de vista de la Seguridad Social. En este sentido, se modifican varios artículos de la Ley General de Seguridad Social para establecer un régimen específico y especialmente favorable para el acceso y disfrute de la prestación por desempleo por parte de la mujer trabajadora víctima de violencia de género (arts. 210.2 y 124.5 LGSS).

El estudio de todos los aspectos recién mencionados se complementa en el libro prologado con el de otros igualmente interesantes, como el análisis de la violencia de género en relación con el acoso sexual y el acoso por razón de sexo; el tratamiento de la violencia de género en la negociación colectiva (convenios colectivos ordinarios y planes de igualdad); el estudio de la particular situación de determinados colectivos de víctimas, como el de las trabajadoras autónomas y el de las extranjeras en situación irregular; la protección social de las víctimas (económica y de otro tipo), especialmente desde la LGSS y, por último, la posición de la víctima ante el proceso laboral.

Para terminar la presentación de la obra, solo cabe apuntar dos cosas más. Una relativa a los autores de los trabajos, en su mayoría profesores procedentes de las tres universidades gallegas (Vigo, Coruña y Santiago), madrileñas (Complutense, Alcalá de Henares y Rey Juan Carlos) y País Vasco, pero también Magistrados de los Juzgados de lo Social y de Tribunales Superiores de Justicia. En varias ocasiones, incluso, se acumulan ambas facetas (profesor universitario y Juez o Magistrado de lo Social) en una misma persona. En todo caso, todos los autores son profesionales de reconocido prestigio por la seriedad y el rigor de sus publicaciones, como queda patente en los trabajos que ahora salen a la luz y de los que cada uno responde individualmente. Para quien esto escribe, es un honor el haber contado con la colaboración de estos magníficos profesionales para profundizar en el estudio crítico de la materia de la violencia de género desde el punto de vista del Derecho del trabajo, con el ánimo de poner nuestro granito de arena en el conocimiento y tratamiento de este grave problema social. Así, pues, mi gratitud y sincero agradecimiento a todos los autores que me acompañaron en este empeño.

La otra cosa que me resta por hacer es el recomendar la lectura de la presente obra a todos los interesados en la materia, con la esperanza de que les sea útil. Desde luego, el enfoque y las fuentes utilizadas por los autores en sus estudios buscan que el resultado final sirva para detectar los problemas principales de las diferentes cuestiones planteadas, así como aportar soluciones realistas a las mismas. Para ello, aquellos se alejan de meros planteamientos teóricos y analizan, con rigor y exhaustividad, la bibliografía ya existente, la legislación aplicable (internacional, estatal y hasta autonómica), las fuentes convencionales (convenios colectivos, pactos colectivos, planes de igualdad) y las fuentes jurisprudenciales. Sin duda, el lector de la obra encontrará en ella problemas reales y concretos que la violencia de género implica para la mujer -especialmente la trabajadora-, pero también soluciones críticas e imaginativas a los mismos, que esperamos sirvan para mejorar -en alguna medida- la situación de aquella.

Lourdes Mella

Directora de la obra
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La violencia de género desde la perspectiva del derecho internacional 

Tatsiana Ushakova 

Doctora en Derecho por la Universidad Pública de Belarús (Minsk) 




1.  INTRODUCCIÓN  (1) 

El imperativo de combatir la violencia de género no pierde su actualidad, debido a la persistencia de esta lacra en todas las sociedades, con independencia del sistema político, el desarrollo económico o la tradición cultural. Representa uno de esos fenómenos odiosos, reprobables e incómodos, que aparenta encajar mejor en la ciencia ficción que en el estudio jurídico, sobre todo para los que no lo han experimentado o topado con él. Podría decirse lo mismo de otros fenómenos similares, como la esclavitud o la piratería, que parecían superados, pero siguen siendo objeto de regulación e intervención jurídica.

El estudio de la violencia de género desde la perspectiva del Derecho internacional público tiene su justificación innegable. Y es que la introducción del concepto en el panorama jurídico español se produce gracias a la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing bajo los auspicios de la ONU, del 4 al 15 de septiembre de 1995, foro que, en definitiva, acuña la expresión «violencia de género»  (2) . Hace referencia a este hecho el polémico informe de la RAE sobre el término, de 19 de mayo de 2004  (3) , y lo reafirma la LOVG  (4) . Tanto su título, que acoge el término, como la exposición de motivos, indican una influencia crucial del Derecho internacional en esta Ley.

Valga observar que la segunda referencia de la exposición de motivos, inmediatamente después de la cita del art. 15 CE, es la conmemoración de la Cuarta Conferencia Mundial, en la que la LOVG hace suya la máxima de que la violencia contra la mujer se considera como un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz y para disfrutar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales. Igualmente, se atiende a otras recomendaciones e instrumentos internacionales  (5)  y tiene en cuenta los avances legislativos nacionales que se han producido en la materia en los años anteriores  (6) .

Con carácter puntual, podemos hacer referencia a la reforma de la legislación española en materia de extranjería, que introduce nuevas garantías para las víctimas de violencia de género. Se trata del art. 31 bis «residencia temporal y trabajo de mujeres extranjeras víctimas de violencia de género, añadido por la LO 2/2009, de 11 de diciembre (7)  a la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social y, recientemente modificado por la LO 10/2011, de 27 de julio»  (8) .

En virtud de esta norma, las mujeres extranjeras víctimas de violencia de género, sea cual fuere su situación administrativa, tienen garantizados los derechos reconocidos en la LOVG, así como las medidas de protección y seguridad establecidas en la legislación vigente (art. 31. bis. 1). Entre otras garantías, se les ofrece la posibilidad de solicitar la residencia temporal y trabajo por circunstancias excepcionales, que desarrolla el RD 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la LO 4/2000, tras su reforma por la LO 2/2009 (9) . De este modo, en la realidad española, las agresiones sobre las mujeres tienen una especial incidencia, al existir una mayor sensibilidad que en épocas anteriores. Como lo reafirman las últimas reformas legislativas, «ya no es un "delito invisible", sino que produce un rechazo colectivo y una evidente alarma social»  (10) .

En suma, el Derecho internacional público debe asumir la «responsabilidad» de la fuente originaria del concepto de la violencia de género en el lenguaje jurídico español y, por lo tanto, resulta indispensable realizar una aproximación al fenómeno desde la perspectiva internacionalista. Acto seguido analizaremos, en primer lugar, el marco jurídico y estratégico de la lucha contra la violencia de género; en segundo término, el marco conceptual y, finalmente, los mecanismos internacionales de control y de protección contra la violencia de género.

2.  MARCO JURÍDICO Y ESTRATÉGICO

2.1.  Liderazgo de las Naciones Unidas

En el plano internacional, el problema de la violencia de género se plantea, por primera vez, en el contexto del activismo por los derechos de la mujer en la ONU, a pesar de que algunas formas de violencia contra la mujer, como la trata, la esclavitud o el trabajo forzoso, se habían abordado en los tratados internacionales con anterioridad a la creación de esta organización, e incluso con anterioridad a la creación de su predecesora, la Sociedad de Naciones  (11) . En efecto, el tema recibe un impulso decisivo en el Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer (1975-1985), un período que se caracteriza por el aumento del número de organizaciones feministas vinculadas al programa de acción de la ONU y la intensificación de las conferencias internacionales y regionales sobre la mujer  (12) .

La Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer se convoca en México DF en 1975, el Año Internacional de la Mujer, y marca la apertura del diálogo de alcance internacional sobre la igualdad de género en base a tres objetivos ambiciosos: la igualdad, el desarrollo y la paz  (13) . Es emblemático que, de las 133 delegaciones nacionales, 113 estaban encabezadas por mujeres. Los primeros debates relativos a la violencia contra la mujer se centran en el ámbito familiar, al señalar la necesidad de programas educativos y de medidas para resolver los conflictos familiares, a fin de garantizar la dignidad, igualdad y seguridad de las partes implicadas.

La Segunda Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en 1980 en Copenhague, y en la que participaron 154 delegaciones, tuvo lugar cuando ya se había producido un acontecimiento significativo: la aprobación de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 (CEDAW)  (14) . Se trata de uno de los tratados más importantes, y además generalmente reconocidos, que defiende la igualdad de género, y que se conoce como «La Carta de los derechos humanos de la mujer». En cuanto al tema de la violencia, la conferencia aprueba una resolución sobre violencia en la familia  (15) . Del mismo modo, en su informe final, hace referencia a la violencia en el hogar y, en el contexto de la protección de la salud, pide potenciar los programas para eliminar la violencia contra las mujeres y las niñas y protegerlas contra el abuso físico y mental. Pese a los indudables logros, la Conferencia pone de manifiesto su preocupación por el abismo que separa el enunciado de los derechos y la capacidad real de la mujer para ejercerlos. Para mejorar la situación, se acentúan tres esferas de actuación: la igualdad de acceso a la educación, las oportunidades de empleo y los servicios adecuados de atención a la salud.

La Tercera Conferencia de Nairobi, celebrada en 1985, se asocia con «el nacimiento del feminismo a escala mundial». Esta reunión de 157 representantes de gobiernos se lleva a cabo paralelamente con el Foro de organizaciones no gubernamentales (ONG), con 15.000 representantes  (16) . La evaluación del Decenio es crítica. Según los datos oficiales de la ONU, solo una parte insignificante de mujeres pudo apreciar mejoras en su situación jurídica y social. De ahí surge la propuesta de un nuevo enfoque. Se puede afirmar que, en este momento, nace un planteamiento transversal e integral de la problemática de género, que se impone hoy en día en los sistemas jurídicos nacionales. Las nuevas pautas de Nairobi insisten en el vínculo entre cualquier tema y la mujer. Se observa, pues, que la participación de la mujer en la gestión de los asuntos humanos y en la adopción de decisiones no es solo un derecho, sino una necesidad política y social que debe incorporarse en todas las instituciones de la sociedad. Entre otros aspectos, se presta atención a la diversidad de formas y contextos de violencia contra la mujer: los tratos abusivos en el hogar, la trata y la prostitución involuntaria, la violencia en los lugares de privación de la libertad y en los conflictos armados. En esta línea de ideas, se comienza a establecer un vínculo entre la violencia contra la mujer y otros problemas del programa de la ONU. La violencia contra la mujer se concibe como uno de los obstáculos principales para el logro de los tres objetivos del Decenio de la ONU para la Mujer.

Finalmente, la Cuarta Conferencia de 1995, de Beijing, inicia un nuevo capítulo en la lucha por la igualdad de género. De hecho, se trata del foro que acuña el término «género» y, por ende, «violencia de género», para abrirlos a la polémica en los ámbitos internacional, regional y nacional. La Conferencia aprueba por unanimidad la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, en esencia, un programa para reforzar el papel de la mujer y proyectar su adelanto en el siglo XXI  (17) . En la Plataforma, se establecen doce objetivos estratégicos, el cuarto de los cuales se centra en la violencia contra la mujer  (18) . Esta Conferencia se considera un gran éxito y todavía sirve de referencia, tanto por sus resultados como por su envergadura. Hablamos de una reunión con una asistencia sin precedentes, que acoge 17.000 personas, entre ellas representantes de 189 gobiernos, con un Foro paralelo de ONG de unas 35.000 personas. Además, la sucesión de las conferencias mundiales, iniciadas en 1975, con el Año Internacional de la Mujer, queda marcada por la Conferencia de Beijing y, a partir de 1995, se conoce como Beijing + 5, de 2000, Beijing +10, de 2005, y Beijing + 15, de 2010.

En el plano institucional de la ONU, la Asamblea General (AG) ha ejercido un liderazgo decisivo en la lucha contra la violencia de género. Cabe mencionar su histórica Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, de 20 de diciembre de 1993  (19) , que define la violencia contra la mujer y detalla los actos que la constituyen. A partir de ahí, año tras año, la AG se ocupa del tema en general  (20)  y de sus manifestaciones específicas, entre estas la violencia doméstica, la violencia contra las trabajadoras migratorias, la trata de mujeres y niñas, los crímenes contra la mujer cometidos en nombre del «honor» y otras. Podemos destacar la Resolución 58/185, de 22 de diciembre de 2003, que encomienda al Secretario General de la ONU (SG) un estudio a fondo sobre todas las formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer, cuyo fruto es el Informe del SG de 2006  (21) .

En su afán por hacer visible el problema, la AG adopta la Resolución de 17 de diciembre de 1999, sobre el Día Internacional para la eliminación de la violencia contra la mujer  (22) . La iniciativa pertenece a la República Dominicana, con apoyo de otros 60 países, y la fecha, el 25 de noviembre, pretende conmemorar el asesinato de tres mujeres activistas políticas, las hermanas Mirabal, que lucharon contra el régimen dictatorial de R. L. Trujillo, y fueron asesinadas por orden suya el 25 de noviembre de 1960.

2.2.  Compañas de sensibilización

Una de las iniciativas más recientes en el marco de la ONU pertenece al SG Ban Ki-Moon que, el 25 de febrero de 2008, en el contexto de la inauguración del período de sesiones de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, pone en marcha la campaña «Unidos para poner fin a la violencia contra las mujeres»  (23) . Mediante esta campaña, el SG hace un llamamiento a los gobiernos, a la sociedad civil, al sector privado, a los medios de comunicación y al sistema de la ONU para que unan sus fuerzas a fin de combatir la pandemia mundial de la violencia contra las mujeres. Entre los datos principales que facilita la plataforma, figura una cifra alarmante: hasta el 70 por 100 de las mujeres son víctimas de la violencia en alguna etapa de su vida.

Además, conviene anotar que el período de la campaña es de 2008 a 2015, de modo que su fin coincida con la fecha límite para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). De este modo, se propone abordar la violencia contra la mujer como una condición indispensable para conseguir el tercer objetivo (ODM-3), sobre el «empoderamiento» de la mujer y la igualdad de género. El Marco de Acción de la campaña del SG contempla cinco objetivos clave:


	
1. La aprobación y aplicación de leyes nacionales que aborden y castiguen toda forma de violencia contra mujeres y niñas con arreglo a los estándares legales presentes en el ámbito de los derechos humanos internacionales. 

	
2. La aprobación y aplicación de planes de acción multisectoriales a nivel nacional que enfaticen la prevención y que se respalden con los recursos adecuados; 

	
3. El establecimiento de sistemas de recopilación y análisis de datos en relación a la prevalencia de las diferentes formas de violencia contra las mujeres y niñas. 

	
4. El establecimiento de campañas nacionales y/o locales y el compromiso de diversos actores de la sociedad civil para prevenir la violencia y para apoyar a las mujeres y niñas que han sufrido abusos. Y 5. El esfuerzo sistemático por abordar la violencia sexual en situaciones de conflicto y por proteger a mujeres y niñas de la violación como táctica de guerra y la plena aplicación de las políticas y leyes relacionadas. 





Se observa, pues, que la campaña presta una atención especial a la violencia contra la mujer en los conflictos armados, pero sin dejar de insistir en la necesidad de luchar contra todas sus formas y manifestaciones.

El objetivo general de la campaña es aumentar la conciencia pública, así como la voluntad y los recursos políticos para prevenir y responder ante toda forma de violencia contra las mujeres y niñas. Con la meta de reducir la prevalencia y eliminar con el tiempo toda forma de violencia, la campaña pretende crear un ambiente favorable y comprensivo para que los gobiernos, en colaboración con la sociedad civil, los expertos, las entidades del sistema de la ONU y otros grupos de interés cumplan con sus promesas políticas (a nivel nacional y, especialmente, a nivel local). La campaña pone también de relieve la importancia de la prevención y eliminación de la violencia contra la mujer, mediante manifestaciones masivas de concienciación pública y social. Esta pretende extender su alcance a grupos estratégicos, en particular a los hombres y a la gente joven, así como a las organizaciones para la protección de los derechos humanos, a los medios de comunicación, al sector privado, a personajes famosos y a otros portavoces influyentes, ya que todos ellos desempeñan un papel fundamental en la lucha para poner fin a la violencia contra mujeres y niñas. Otras estrategias de prevención, en concreto aquellas encuadradas en la infancia temprana, también necesitan estudiarse activamente y promoverse. La campaña se centra en tres áreas clave:

En primer lugar, el apoyo global, respaldado a todos los niveles por el sistema de la ONU, e incluso también por el SG, ciertos Jefes de Estado y de Gobierno y otras autoridades de alto rango. Se trata de asegurar un alto nivel de compromiso y seguimiento político, así como poder contar con un amplio sector de la sociedad civil y líderes de opinión. En segundo lugar, el refuerzo y la colaboración en los niveles nacional y regional, incluso por parte de los dirigentes regionales integrantes de la campaña vinculados a las iniciativas nacionales; y, por último, la adopción del liderazgo ejercido por la ONU como ejemplo, extendiendo el papel del sistema de la ONU en el trabajo de prevención y, a la larga, de supresión de la violencia contra las mujeres y niñas a escala nacional, regional y mundial, incluso a través del apoyo, del desarrollo de capacidad y de la movilización de recursos para la elaboración y puesta en práctica de leyes nacionales, políticas e iniciativas programadas.

En esta iniciativa del SG actual, destacamos, una vez más, que la lucha contra la violencia de género contiene un componente importantísimo estratégico y de sensibilización, relacionado con la creación de una conciencia colectiva en todos los niveles y ámbitos de la vida pública. Este componente constituye un complemento indispensable de los instrumentos jurídicos. El mensaje que se transmite desde la ONU afirma que combatir la violencia de género implica luchar contra el fenómeno en todos los niveles, entre otros, el regional. Cronológicamente, la campaña del SG toma relevo de la campaña del Consejo de Europa para combatir la violencia contra las mujeres, incluida la violencia doméstica, correspondiente al período 2006-2008  (24) .

La UE también se suma a la lucha contra la violencia de género, y se inspira en las propuestas de la ONU y del Consejo de Europa al respecto. En este sentido, son ilustrativas la Resolución del Parlamento Europeo, de 26 de noviembre de 2009, sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, que reafirma la definición de la violencia contra la mujer, adoptada en la Plataforma de Acción de Beijing, y sus múltiples manifestaciones, e insta a los Estados miembros de la UE a que mejoren sus legislaciones en este ámbito  (25) , y la Decisión 779/2007/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2007, por la que se establece, para el período 2007-2013, un Programa específico para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre los niños, los jóvenes y las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo (Programa Daphne III), integrado en el Programa general «Derechos Fundamentales y Justicia», que encuentra su fundamento, entre otras fuentes, en las elaboraciones de la OMS  (26) . Un valor adicional de la citada Decisión 779/2007/CE reside en el hecho de que se trata de un acto de carácter obligatorio.

Del mismo modo, corroboran el firme propósito de la UE los últimos documentos adoptados por la Comisión Europea en materia de igualdad entre mujeres y hombres. Entre otros, merecen una mención particular la Comunicación de la Comisión, publicada el 5 de marzo de 2010, que acoge, en su extenso título, el ambicioso nombre de «Una Carta de la Mujer»  (27) , y la Comunicación sobre la «Estrategia para la igualdad entre mujeres y hombres 2010-2015», publicada el 21 de septiembre de 2010  (28) . Ambos documentos contienen una referencia expresa al problema de la violencia de género en sus respectivos epígrafes 4, denominados «Dignidad, integridad y fin de la violencia sexista». Como se pone de manifiesto en la Estrategia, existen muchas formas de violencia que sufren las mujeres por su condición de mujer: la violencia doméstica, el acoso sexual, la violación, la violencia sexual durante los conflictos armados y otras prácticas dañinas, relacionadas con las culturas y costumbres antiguas, como la mutilación genital, los matrimonios forzosos o los crímenes de honor. Resulta increíble que, según datos recientes citados por la Comisión, en el territorio de Europa, de 20 a 25 por 100 de mujeres han sufrido violencia física al menos una vez durante su vida y más de medio millón de mujeres han sido sometidas a la mutilación genital  (29) . En este sentido, la Carta de la Mujer insta a poner en práctica la protección de las víctimas de la violencia de género. Al resaltar la necesidad de un enfoque transversal e integral, subraya la importancia particular de las medidas correspondientes en el ámbito de la legislación sobre el asilo en la UE y en sus Estados miembros.

2.3.  Tratados regionales

Las organizaciones internacionales regionales cuentan con unos instrumentos específicos en la materia. En particular, destaca la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém do Pará), adoptada el 9 de junio de 1994 en el seno de la Organización de los Estados Americanos (OEA)  (30) . Nótese, al respecto, que el Continente americano es pionero en la protección de los derechos humanos en los ámbitos universal y regional  (31) . Lo es, también, en la protección contra la violencia de género, que se concibe como una violencia contra la mujer. La Convención se estructura en cuatro capítulos y contempla los derechos de la mujer, los deberes de los Estados al respecto y los mecanismos de protección internacional.

Del mismo modo, la región africana cuenta con un instrumento de protección de la mujer, el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los Derechos de las Mujeres en África, de 11 de julio de 2003, que, entre otros derechos, contempla la prohibición de todas las formas de violencia contra la mujer, tanto en el sector público como en el privado  (32) .

La región asiática elabora un instrumento más específico en la materia, destinado a combatir una forma particular de la violencia de género, a saber, la trata de mujeres y niñas con fines de prostitución. Con este propósito, en el marco de la Asociación del Asia Meridional para la Cooperación Regional (SAARC)  (33) , se adopta la Convención sobre la prevención y la lucha contra la trata de mujeres y niños con fines de prostitución, de 5 de enero de 2002  (34) .

Por último, en el ámbito europeo, y en este recuento de los instrumentos regionales, destacamos la reciente iniciativa del Consejo de Europa, consistente en la adopción del Convenio para prevenir y combatir la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, de 7 de abril de 2011  (35) . La Convención encuentra su fundamento en la Recomendación del Comité de Ministros de los Estados miembros del Consejo de Europa Rec. (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la violencia, de 30 de abril de 2002, así como en otros documentos de apoyo de la Campaña del Consejo de Europa del período de 2006-2008.

3.  CONCEPTO DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN EL DERECHO INTERNACIONAL

3.1.  Contexto de la definición

Como se adelantó en el capítulo introductorio, el concepto de la violencia de género en el plano internacional surge en el contexto del movimiento feminista y, por lo tanto, se asocia con el fenómeno de la violencia contra la mujer. Así enfocan esta práctica nefasta las primeras definiciones que encontramos en los documentos elaborados en el marco de la ONU.

Siguiendo el orden cronológico, una de las primeras, ampliamente citada, aparece en la Recomendación general núm. 19, de 1992, del Comité creado en el marco de la CEDAW  (36) . En las observaciones generales, el Comité considera la violencia contra la mujer como una parte integrante del concepto de discriminación contra la mujer del art. 1 de la CEDAW, que incluye «la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad. La violencia contra la mujer puede contravenir disposiciones de la Convención, sin tener en cuenta si hablan expresamente de la violencia»  (37) .

El siguiente momento histórico importante en la elaboración del concepto viene marcado por la Segunda Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, celebrada del 14 al 25 junio de 1993. En este foro, se reconoce expresamente, por primera vez, que los derechos humanos de la mujer son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales  (38) . Asimismo, se acuerda la creación del cargo de Relator Especial sobre Violencia contra la Mujer y se sientan las bases para que, meses después, se apruebe por la AG una Declaración específica en la materia. Así pues, surge la definición más completa e internacionalmente reconocida en los instrumentos posteriores. Según el art. 1 de la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, de 20 de diciembre de 1993, «por "violencia contra la mujer" se entiende todo acto de violencia basado en la pertenecía al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada»  (39) . De este modo, aunque la definición toma como punto de partida la anteriormente comentada, del Comité de la CEDAW, y la reitera en líneas generales, también añade unos elementos nuevos.

En primer lugar, concibe la violencia como un acto «que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento»  (40) .

En segundo lugar, se reconoce que los actos de violencia pueden producirse tanto «en la vida pública como en la vida privada». Este aspecto encuentra su precisión y desarrollo en el art. 2 de la Declaración de 1993, que, como señala la propia norma, no posee carácter exhaustivo. El art. 2 entiende por violencia contra la mujer:


	
a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación. 

	
b) La violencia física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada. 

	
c) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera que ocurra. 



La definición de la violencia contra la mujer de la Declaración de 1993 proporciona, a su vez, la base para la posteriormente recogida en la Plataforma de Acción de Beijing de 1995  (41) . Según este documento, «la expresión "violencia contra la mujer" se refiere a todo acto de violencia basado en el género que tiene como resultado posible o real un daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la privada»  (42) . Como puede observarse, la diferencia principal de esta definición con las anteriores reside en el uso del término «género». Cabe señalar, al respecto, que no se trata de una opción irreflexiva y audaz, sino bien meditada y coherente con el mensaje de la Cuarta Conferencia sobre la Mujer. Lo confirma el Anexo IV del Informe de la Conferencia, que contiene la Declaración de la Presidenta sobre la interpretación del término  (43) . La Declaración se adopta para esclarecer el significado del término «género» en el contexto de la Plataforma de Acción, y refleja el resultado del trabajo de un grupo de contacto oficioso, presidido por Ashipala, S. Ciertamente, este resultado parece un tanto ambiguo pero, a la vez, tranquilizador. Al examinar la cuestión, el grupo señala que el término se utiliza e interpreta comúnmente, en su acepción ordinaria y generalmente aceptada en muchos otros foros y conferencias de la ONU, y que no existe indicación alguna de que en la Plataforma de Acción pretenda asignarse al vocablo otro significado o connotación, distintos de los que tenía hasta entonces. En consecuencia, se reafirma que el vocablo «género», tal y como se emplea en la Plataforma de Acción, debe interpretarse y comprenderse igual que en su uso ordinario y generalmente aceptado.

Ahora bien, ¿cuál es la verdadera historia de la expresión «violencia de género»? Volvemos, pues, al célebre y muy discutido, especialmente entre los lingüistas y sociólogos, Informe de la RAE sobre el término  (44) . Según el Informe, «la expresión violencia de género es la traducción del inglés gender-based violence o gender violence, expresión difundida a raíz del Congreso sobre la Mujer celebrado en Pekín en 1995 bajo los auspicios de la ONU. Con ella se identifica la violencia, tanto física como psicológica, que se ejerce contra las mujeres por razón de su sexo, como consecuencia de su tradicional situación de sometimiento al varón en las sociedades de estructura patriarcal». De ahí, al menos en España, el papel del Derecho internacional como fuente originaria de la expresión en el ámbito jurídico, en particular en la LOVG. Recuérdese que el Proyecto de Ley integral contra la violencia de género constituyó el motivo principal del pronunciamiento y, como es sabido, en su Informe, la RAE no apoyó el uso del término y propuso sustituirlo por «violencia por razón de sexo», «en línea con lo que la Constitución establece en su art. 14 al hablar de la no discriminación "por razón de nacimiento, raza, sexo"».

Curiosamente, en el Informe de la Cuarta Conferencia sobre la Mujer, en su versión española, que contiene la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, no encontramos la expresión «violencia de género» y, en la versión inglesa, la expresión gender violence aparece tan solo una vez, y se refiere a la necesidad de movilización de los hombres contra la violencia  (45) . En esta línea de ideas, la expresión «violencia basada en el género» y, respectivamente, la gender-based violence surgen en el texto del Informe unas cinco veces, tres de estas en el apartado de la Plataforma de Acción que se refiere a la violencia contra la mujer  (46) . En todo caso, la «violencia contra la mujer» es la expresión en la que insisten la Declaración y la Plataforma de Acción, al utilizarla un centenar de veces, esto sí, sin perjuicio del uso, también muy frecuente, del término «género» en distintas combinaciones: «perspectiva de género», «igualdad de género», o «desigualdad basada en el género».

Sin ánimo de incurrir en un debate lingüístico, debemos resaltar que, en efecto, la Plataforma de Acción de Beijing acuña el término gender violence en el contexto mencionado. No obstante, su principal preocupación sigue siendo la violencia contra la mujer. En este sentido, se perfila una distinción entre la violencia sexual y la violencia basada en el género, aunque sin pretensión de fundamentarla conceptualmente  (47) . La RAE explica este aspecto en su Informe, con apoyo en el Oxford English Dictionary: «Con el auge de los estudios feministas, en los años sesenta del siglo xx se comenzó a utilizar en el mundo anglosajón el término gender con el sentido de "sexo de un ser humano" desde el punto de vista específico de las diferencias sociales y culturales, en oposición a las biológicas, existentes entre hombres y mujeres. Tal sentido técnico específico ha pasado del inglés a otras lenguas, entre ellas el español.

Así pues, mientras que con la voz sexo se designa una categoría meramente orgánica, biológica, con el término género se ha venido aludiendo a una categoría sociocultural que implica diferencias o desigualdades de índole social, económica, política, laboral, etc». De este modo, se pone de manifiesto la diferencia entre las desigualdades naturales y aquellas, construidas a lo largo de los siglos por una organización social patriarcal y no determinadas por la naturaleza  (48) . Para ello, la teorización del género como categoría analítica ha constituido una aportación esencial para conocer cómo se producen y reproducen los discursos que crean las diferencias y, con ellas, las desigualdades y las discriminaciones  (49) .

El término «violencia de género» expresa una reivindicación: por un lado, alude a las causas estructurales de la violencia que se ejerce, de forma mayoritaria, por los hombres sobre las mujeres; por otro lado, se apoya en el principio de igualdad, fundamental en cualquier Estado democrático  (50) . El mensaje que transmite la expresión también contiene una paradoja, e implica un cierto peligro: elimina la connotación «femenina» y «sexual», propia del término «violencia contra la mujer» y, en cambio, introduce la «social» e «igualitaria». Representa un ejemplo muy ilustrativo del problema planteado la denuncia de la LOVG ante el TEDH  (51) .

No obstante, al situarse en la igualdad de condiciones con el hombre, la mujer puede hallarse en una situación de inferioridad en muchos casos, debido a las desventajas estructurales y estereotipos culturales, todavía muy presentes en todas las sociedades. Para reforzar la posición de la mujer, se desarrolla el concepto de la «perspectiva de género», un recurso que utiliza ampliamente la Plataforma de Acción de Beijing para impulsar el cambio del papel tradicional de la mujer en la sociedad, y cuya máxima expresión remite a las «políticas activas» en todos los ámbitos  (52) .

Todos los documentos analizados hasta ahora en este epígrafe representan una aproximación conceptual a la violencia de género desde la perspectiva internacional universal, con el valor indudable que implica el adjetivo universal. No obstante, todos ellos son instrumentos de carácter no vinculante. Como es sabido, hasta ahora no existe un tratado internacional de carácter universal cuyo objetivo central sea combatir la violencia de género. No obstante, hay iniciativas en el ámbito regional. Desde el punto de vista conceptual, resultan particularmente interesantes la Convención de Belém do Pará, de 1994, y el Convenio núm. 210, del Consejo de Europa, de 2011, cuyos títulos y contenidos se centran expresamente en la lucha contra la violencia de género  (53) .

Por las razones ya mencionadas, la Convención de Belém do Pará es el único tratado en vigor que puede servir de referencia en la materia. Según su Preámbulo, la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y, por lo tanto, limita total o parcialmente el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades. En este sentido, la Convención se inspira en la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, ambas de 1948.

Los primeros artículos se ocupan del marco conceptual. A efectos de la Convención, se entiende «por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado» (art. 1). En líneas generales, la definición reproduce las elaboradas en el marco de la ONU, pero omite algunos elementos, como el de un «daño posible» que prevé la Plataforma de Acción de Beijing.

El art. 2 precisa las manifestaciones de la violencia (física, sexual y psicológica), y prevé que esta puede tener lugar: a) dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b) en la comunidad, y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar; y c) la que ocurre en cualquier otro lugar, y que sea ejercida o tolerada por el Estado o sus agentes.

Asimismo, se desarrollan los tres elementos: las manifestaciones en el ámbito privado y público y la pasividad del Estado ante estos hechos.

Del mismo modo, la actividad del Consejo de Europa en la materia está orientada a preparar uno o más instrumentos, jurídicamente vinculantes, para prevenir y combatir la violencia contra la mujer, en todas sus formas y manifestaciones, en particular la violencia doméstica. Con este objetivo, en diciembre de 2008, el Comité de Ministros del Consejo de Europa crea el Comité ad hoc para prevenir y combatir la violencia contra la mujer y la violencia doméstica (Cahvio).

El primer fruto del trabajo del Cahvio, el Convenio núm. 210, del Consejo de Europa, pretende suplir una laguna importante en la protección de los derechos de la mujer, especialmente contra la violencia doméstica que la afecta de manera desproporcionada, pero, además, permite extender la protección a los hombres y niños víctimas de la violencia en este ámbito  (54) . En este sentido, el Convenio permite a los Estados Partes decidir de manera discrecional, en virtud de la especificidad de la situación nacional y del desarrollo de la sociedad, si consideran oportuno aplicar las normas del instrumento a los hombres y niños. En todo caso, subraya que la inmensa mayoría de las víctimas de la violencia doméstica siguen siendo las mujeres, y su protección debe situarse en el corazón de todas las medidas adoptadas en el ámbito nacional, de conformidad con el Convenio. Aunque, de nuevo, la violencia contra la mujer constituye el eje central del instrumento europeo, la referencia a las víctimas del sexo opuesto representa un paso importante en la configuración del concepto de violencia de género, más coherente con su enunciado.

El art. 3 prevé una serie de definiciones aplicables a efectos del instrumento europeo, entre estas: las de «violencia contra la mujer», «violencia doméstica», «género», «violencia contra la mujer basada en el género», «víctima» y «mujer». Como comprobamos, el Convenio no pretende definir la «violencia de género» como tal, sino la «violencia contra la mujer basada en el género». Para nuestra aproximación conceptual a la violencia de género, resultan particularmente útiles tres definiciones convencionales.

En primer lugar, según el art. 3.c), el «género» comprende los roles, comportamientos, actividades y atribuciones, construidos socialmente, que una determinada sociedad considera apropiados para mujeres y hombres  (55) . Asimismo, la Convención traslada al ámbito jurídico un concepto reivindicativo, concebido en otros ámbitos científicos, como la filología, la sociología o la psicología sociológica  (56) . Los estudios demuestran que ciertos roles y estereotipos desembocan en unas prácticas indeseables y nocivas, y contribuyen a la aceptación social de la violencia contra la mujer. Para superar estas prácticas, el art. 12.1 plasma el imperativo de erradicar los prejuicios, costumbres y tradiciones, basadas en la idea de la inferioridad de la mujer o en unos roles estereotipados en el género, como una obligación general de prevenir la violencia. En suma, se entiende por género la construcción social, en oposición, como hemos visto supra, al sexo, determinado por la naturaleza. El Informe explicativo señala, al respecto, que el término «género» no puede reemplazar a los términos «mujer» y «hombre» utilizados en el Convenio  (57) .

En segundo lugar, el instrumento distingue entre los términos «violencia contra la mujer basada en el género» y «violencia contra la mujer». Con ello, cabe admitir la violencia contra la mujer no basada en el género. No obstante, tal distinción, teóricamente lógica, no parece muy oportuna en el contexto del Convenio, especialmente teniendo en cuenta el objeto y fin del instrumento. Según el art. 3 (d), la «violencia contra la mujer basada en el género» se refiere a la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer y que la afecta en forma desproporcionada». Su diferencia fundamental con otras formas de violencia reside en el género, que es el motivo principal de los actos descritos en el contexto de la «violencia contra la mujer». En otras palabras, la violencia basada en el género hace referencia a cualquier daño perpetrado contra la mujer que constituye, a la vez, la causa y el resultado de unas relaciones de poder desiguales, derivadas de la percepción de las diferencias entre las mujeres y los hombres, y que conlleva el estatus subordinado de la mujer, tanto en la esfera pública como en la privada  (58) .

Finalmente, la «violencia contra la mujer» se define como una violación de los derechos humanos y una forma de discriminación contra la mujer que engloba todos los actos de violencia basada en el género que tengan o puedan tener como resultado un daño físico, sexual, psicológico o económico o un sufrimiento, incluidas las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada [art. 3.a)]  (59) . Queda en evidencia que la segunda parte de la definición reproduce las anteriormente analizadas de la Recomendación núm. 19 del Comité de la CEDAW, de 1992, y de la Declaración de la ONU, de 1993, así como de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa, de 2002. El único aspecto nuevo consiste en incluir también el daño económico que puede conectarse con la violencia psicológica.

De este modo, la definición de la violencia contra la mujer del Consejo de Europa contiene todos los elementos de las definiciones anteriores, y reafirma el enfoque del género orientado, ante todo, a la protección de la mujer. Así, pues, observamos que, para el Convenio del Consejo de Europa, el concepto de la violencia contra la mujer incluye todos los actos de violencia basados en el género. No obstante, deducimos que la violencia contra la mujer también puede incluir los actos que constituyen, por así decirlo, la violencia sin más, y que no contienen connotación alguna de género. Del mismo modo, debemos admitir, con carácter general, que la violencia de género puede comprender actos que no están dirigidos contra la mujer.

3.2.  Conexión entre la violencia de género y los derechos humanos

«La violencia contra la mujer es quizás la más vergonzosa violación de los derechos humanos. No conoce límites geográficos, culturales o de riquezas. Mientras continúe, no podremos afirmar que hemos avanzado realmente hacia la igualdad, el desarrollo y la paz», afirma el SG de la ONU, K. Annan, con motivo del período extraordinario de sesiones de la AG para el examen de la Plataforma de Acción de Beijing, de 2000  (60) .

En efecto, el análisis conceptual previo pone de manifiesto que la violencia de género constituye una violación de los derechos humanos. Asimismo, la Segunda Conferencia Mundial de Derechos Humanos, de 1993, constituye un momento clave para reforzar este vínculo. Insistimos en que la Conferencia reconoce expresamente la inalienabilidad, integridad e indivisibilidad de los derechos humanos de la mujer y los derechos humanos universales  (61) .

Ante todo, debe tenerse en cuenta que la violencia de género atenta contra la dignidad humana, un valor universal que se sitúa en la cúspide de cualquier sistema internacional de protección de los derechos humanos. En el plano universal, valgan de ejemplo más emblemático al respecto el Preámbulo de la Carta de la ONU, de 26 de junio de 1945, que reafirma la fe en la dignidad y el valor de la persona humana, y los enunciados del Preámbulo de la DUDH - «considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana» - y de su art. 1, el cual proclama que «todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos».

Asimismo, la Conferencia de 1993 afirma que «la violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las derivadas de prejuicios culturales y de la trata internacional de personas son incompatibles con la dignidad y la valía de la persona humana y deben ser eliminadas»  (62) . «Defender los derechos y la dignidad humana de las mujeres y los hombres» constituye, también, el primer propósito expresado en la Declaración de Beijing  (63) .

Sin duda, el vinculum substantiale entre la violencia de género y los derechos humanos se manifiesta a través de la igualdad entre hombres y mujeres y la prohibición de la discriminación. Ha contribuido al respecto el Comité de la CEDAW, instrumento que aspira a eliminar la discriminación contra la mujer. Ya en su Recomendación núm. 12, de 1989, conecta la violencia contra la mujer con los arts. 2, 5, 11 y 12 de la CEDAW, recuerda a los Estados Partes la obligación de proteger a la mujer y les pide incluir en sus informes periódicos la información sobre la frecuencia de los actos de violencia y las medidas adoptadas para erradicarla; y, en su Recomendación núm. 19, de 1992, afirma inequívocamente que la violencia contra la mujer constituye una forma de discriminación por motivos de género y que, a la vez, la discriminación es una de las causas principales de dicha violencia  (64) . Este análisis permite situar a la violencia contra la mujer dentro de los términos de la CEDAW y la norma jurídica internacional de no discriminación por razón de sexo y, por lo tanto, en el lenguaje, las instituciones y los procesos de derechos humanos  (65) .

Todos los documentos y tratados posteriores, desde la Declaración de 1993 hasta el Convenio del Consejo de Europa de 2011, confirman este vínculo y consideran la violencia de género como una forma de discriminación contra la mujer. La importancia de este planteamiento la pone de manifiesto la primera Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, Coomaraswamy, R., que describe al movimiento por esta causa como «tal vez el mayor éxito de la movilización internacional por una cuestión concreta de derechos humanos, que llevó a la articulación de normas y estándares internacionales y a la formulación de programas y políticas internacionales»  (66) .

De este modo, en la lucha contra la violencia de género, deben tenerse en cuenta los avances en el desarrollo conceptual de la discriminación. Como es sabido, la discriminación puede ser directa o indirecta  (67) . Es directa cuando las normas, prácticas y políticas excluyen o dan preferencia a ciertas personas por el mero hecho de pertenecer estos a un colectivo específico, en nuestro caso, por ser mujer. En cambio, la discriminación es indirecta cuando ciertas normas o prácticas aparentemente neutras tienen efectos desproporcionados en un colectivo determinado y sin justificación alguna. Es interesante anotar que la referencia a la discriminación indirecta como causa de un efecto desproporcionado complementa la referencia a los actos que «tengan o puedan tener como resultado» daños a la mujer en la definición de la violencia de género. De este modo, se asegura una protección más completa. Recientemente, se ha insistido en potenciar la lucha contra la discriminación contra la mujer mediante la integración de la perspectiva de género y la implantación de unas medidas de discriminación positiva  (68) .

Indudablemente, la categorización de la violencia contra la mujer como una cuestión de derechos humanos tiene importantes consecuencias  (69) . Su principal mérito consiste en clarificar las normas vinculantes que imponen a los Estados las obligaciones de prevenir, erradicar y castigar esos actos de violencia, y los hacen responsables en caso de incumplimiento de sus compromisos. De este modo, la exigencia de que el Estado tome todas las medidas adecuadas para hacer frente a la violencia contra la mujer hace que tales prácticas salgan del reino de la discrecionalidad, y pasen a ser un derecho protegido jurídicamente.

El marco de los derechos humanos brinda acceso a una serie de instrumentos y mecanismos que se han elaborado en los planos internacional universal (el sistema universal de protección de derechos humanos de la ONU) y regional (los sistemas africano, europeo e interamericano). Asimismo, se refuerza la posición de la mujer, al concebirla no como una receptora pasiva de beneficios discrecionales, sino como una titular activa de derechos protegidos.

En este sentido, resulta imprescindible prestar atención a las experiencias de las mujeres. Una mayor visibilidad de estas experiencias contribuye a la mejor comprensión de las causas de las violaciones de los derechos humanos y a la adopción de medidas adecuadas y coherentes para erradicarlas. Por consiguiente, y aunque parezca paradójico, deben tenerse en cuenta las circunstancias particulares de las mujeres para que sean plenamente universales las normas de derechos humanos. Tal exigencia se inscribe en el proceso de «especificación» de los sujetos titulares de derechos, en este caso, titulares colectivos, las mujeres, al igual que otros colectivos, como las minorías, los trabajadores migrantes o los niños, que reciben una protección específica  (70) .

Un régimen de derechos humanos integrado e inclusivo no precisa, únicamente, de las perspectivas de género, sino también exige considerar una gran diversidad de perspectivas, como la raza, el origen étnico, la clase, la edad, la orientación sexual, la discapacidad, la nacionalidad, la religión y la cultura. Además, la comprensión de la violencia contra la mujer como una cuestión de derechos humanos no excluye otras aproximaciones al problema, como los esfuerzos en materia de educación, salud, desarrollo y justicia penal. Con más razón, el enfoque de la violencia contra la mujer como una cuestión de derechos humanos inspira una respuesta integral, holística y multisectorial.

3.3.  Manifestaciones de la violencia de género

La violencia de género es, ante todo, una forma de discriminación contra la mujer. Pero, además, su prohibición se fundamenta en los derechos humanos, a través de la condena de sus múltiples manifestaciones en unos supuestos particulares. Como es sabido, hoy por hoy, persisten formas antiguas de violencia contra la mujer, junto con otras nuevas, y se caracterizan por su universalidad, multiplicidad y convergencia  (71) . De aquí surge, desde los inicios de conceptualización del fenómeno, la necesidad de detectar y calificar estas distintas formas.

Los primeros documentos, la Recomendación núm. 19 del Comité de la CEDAW, de 1992, y la Declaración de la AG de 1993, indican la naturaleza multidimensional de la violencia contra la mujer, y exhortan a combatirla en todas sus manifestaciones. En este sentido, se produce la «especificación objetiva», en función de los contenidos. Valga de ejemplo la violencia doméstica, un aspecto que ocupó un lugar fundamental en la Primera Conferencia de 1975 y también protagonizó una campaña reciente del Consejo de Europa.

Existen grandes líneas de clasificación ya consolidadas, como la distinción entre la violencia en el ámbito público y en el ámbito privado; los actos que tengan y que puedan tener como resultado un daño o un sufrimiento; los actos que producen un daño físico, sexual, psicológico o económico. Este último aspecto es una aportación del Convenio del Consejo de Europa de 2011.

Con base en los primeros documentos y también gracias a la labor de las relatoras especiales sobre la violencia contra la mujer de la ONU, se analizan los supuestos antiguos, que se amplían constantemente con unos supuestos nuevos, en la tarea de clasificación de los actos que representan la violencia de género. En concreto, la Relatora Especial, Ertürk, describe cuatro grandes niveles o ámbitos de violencia:

En primer lugar, señala la violencia en la familia que, a su vez, incluye la violencia doméstica (uno de los primeros objetos de preocupación en el ámbito internacional), los golpes, la violación en el matrimonio, el incesto, la prostitución forzada en el ámbito familiar, la violencia contra las empleadas de hogar y las niñas (llamada violencia no conyugal, violencia relativa a la explotación), el aborto selectivo debido al sexo y el infanticidio, las prácticas tradicionales como la mutilación genital, la violencia relacionada con la dote y otras prácticas basadas en las leyes religiosas o tradicionales.

En segundo lugar, se menciona la violencia en la comunidad, que se manifiesta como la violación o asalto sexual, el acoso sexual, la violencia dentro de las instituciones, el tráfico y la prostitución forzada, la violencia contra las trabajadoras migrantes y la pornografía.

En tercer lugar, se perfila la violencia perpetrada o protegida por el Estado, a saber, la violencia basada en el género durante los conflictos armados, la violencia contra los detenidos, la violencia contra los refugiados y los desplazados internos y la violencia contra las indígenas y otros grupos de minorías.

Finalmente, Ertürk propone un cuarto nivel, denominado «esfera transnacional», debido a la globalización, que no solo construye nuevas identidades, sino también nuevos riesgos que implican unos nuevos contextos de vulnerabilidad de la mujer  (72) . La configuración del ámbito «transnacional» parece particularmente oportuna, dado que muchos contextos de la violencia de género desbordan hoy en día las fronteras de un solo Estado, e implican la cooperación internacional. Valga mencionar el número creciente de conflictos internacionales, de actos de terrorismo internacional, de crímenes transnacionales y de procesos migratorios.

Las formas de violencia de género pueden converger en un marco más concreto. Piénsese, por ejemplo, en el ámbito laboral. En este terreno, caben distintas formas, que pueden manifestarse juntas o por separado: en primer lugar, ha de mencionarse el acoso que, a su vez, comprende el acoso sexual y el acoso por razón de sexo; en segundo lugar, podemos aludir a la esclavitud, el trabajo forzoso, la trata y el tráfico y la trata con fines de explotación sexual; en tercer lugar, se perfilan la violencia contra las mujeres en el sector del servicio doméstico y la violencia contra las trabajadoras inmigrantes. En todo caso, las clasificaciones propuestas nunca son de carácter exhaustivo, ni deben serlo, a pesar de la riqueza lamentable de las formas.

De este modo, se construye un concepto de violencia de género amplio e inclusivo y, a la vez, orientado a la protección de un colectivo específico y con un matiz particular que añade el término «género».

4.  MECANISMOS INTERNACIONALES DE PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO

4.1.  Mecanismos convencionales

Para la protección efectiva contra la violencia de género, no basta con una mera proclamación de los derechos de la mujer. Ni siquiera es suficiente incluir estos derechos en los tratados internacionales que puedan acarrear la responsabilidad de los Estados por su incumplimiento. Es fundamental dotar a los instrumentos de unos mecanismos de protección efectivos.

En este sentido, parece oportuno analizar los tres tratados internacionales cuyo objetivo es la lucha contra la violencia de género. El primero es la CEDAW, de 1979, también conocida como la Carta de los derechos humanos de la mujer. Su art. 17 establece un Comité, cuya función, entre otras, consiste en examinar los progresos realizados en la aplicación de la Convención. Con este propósito, cada cuatro años, los Estados Partes deben presentar al SG de la ONU, para que lo examine el Comité, un informe detallado sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de cualquier otra índole que hayan adoptado en cumplimiento de sus obligaciones convencionales (art. 18). Paralelamente, el Comité puede invitar a los organismos especializados de la ONU a que presenten sus observaciones, y aceptar los informes de las ONG. Después de examinar la información y reunirse con los representantes gubernamentales, el Comité emite sus conclusiones y recomendaciones en un documento denominado «observaciones finales».

Este mecanismo de control de la CEDAW, aunque permite llevar a cabo el seguimiento de las normas convencionales por los Estados Partes, posee una eficacia relativa. En primer lugar, se ha señalado al respecto que existe un elevado número de incumplimientos por parte de los Estados de esta obligación, es decir, muchos de ellos no presentan informes, o los presentan con un contenido inadecuado o incompleto  (73) . En segundo lugar, las observaciones del Comité no son de carácter vinculante para los Estados infractores.

En todo caso, hasta el año 2000, la CEDAW solo contaba con este mecanismo, pero no tenía competencia para recibir denuncias individuales, ni para realizar investigaciones. Como consecuencia del movimiento feminista, y para reforzar el mecanismo de control de la CEDAW, se adopta el Protocolo Facultativo de la Convención, de 6 de octubre de 1999, que contempla ambas facultades  (74) .

En concreto, el art. 2 del Protocolo establece que «las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas. Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o grupos de personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento». Como ejemplo, puede citarse la comunicación A.T. c. Hungría, de 10 de octubre de 2003  (75) , en la que se plantea el problema de la violencia doméstica, y, más recientemente, Karen Tayag Vertidoc. Filipinas, de 29 de noviembre de 2007  (76) , relativa a la violencia sexual.

A su vez, el art. 8 permite al Comité, en el caso de recibir información fidedigna que revele violaciones graves o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos enunciados en la Convención, invitar a ese Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, presentar observaciones sobre dicha información. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el Estado Parte interesado, así como toda la información fidedigna que esté a su disposición, el Comité puede encargar a uno o más de sus miembros que realice una investigación y presente con carácter urgente un informe al Comité. Cuando se justifique, y con el consentimiento del Estado Parte, la investigación puede incluir una visita a su territorio. Para ilustrar este supuesto, cabe hacer referencia al Informe sobre la situación en Ciudad Juárez, México, presentado por el Comité en virtud del art. 8, el 27 de enero de 2005  (77) .

En ambos casos, el Estado dispone de seis meses para informar al Comité sobre las medidas adoptadas al respecto. De nuevo, los pronunciamientos del Comité en el marco de estos mecanismos carecen de carácter vinculante y precisan de una colaboración, de buena fe, del Estado implicado.

En el ámbito regional, debemos hacer referencia a la Convención de Belém do Pará, de 1994. Al igual que en el caso de la CEDAW, este instrumento prevé la obligación de los Estados miembros de presentar informes sobre las medidas legales y administrativas adoptadas para cumplir sus compromisos convencionales, a saber, las medidas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a las mujeres afectadas por la violencia, así como las dificultades que observan en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyen a la violencia (art. 10). Estos informes se presentan a la Comisión Interamericana de mujeres (CIM)  (78) . Además, tanto la CIM como los Estados miembros de la Convención, poseen facultades para solicitar a la Corte Interamericana de derechos humanos (Corte IDH) una opinión consultiva sobre la interpretación de la Convención (art. 11).

Finalmente, en el marco de la Convención, se establece un mecanismo de denuncias individuales para que cualquier persona, grupo de personas u ONG puedan presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del art. 7 de la Convención  (79)  por un Estado parte (art. 13). Cabe señalar que, a diferencia de los mecanismos análogos previstos en el ámbito internacional universal y europeo, el Sistema Interamericano permite que aquellos que activan el procedimiento ante la CIDH no solo no tengan que ser las víctimas de la violencia o sus representantes, sino que ni siquiera deban contar con el consentimiento expreso o tácito de la víctima, y sin que sea obligatoria su intervención. Debido a esta particularidad ratione personae, el sistema de peticiones individuales interamericano ha recibido el nombre de una verdadera actio popularis (80) .

Cinco años después de la entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará, se expresa una insatisfacción sobre los resultados de la lucha por erradicar la violencia contra la mujer en los Estados Partes, y se plantea la necesidad de reforzar el seguimiento de la Convención con un instrumento nuevo. La CMI recibe un mandato para elaborar una propuesta adecuada al respecto, y propone el Mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención de Belém do Pará (MESECVI)  (81) . El 26 de octubre de 2004 se adopta el Estatuto del MESECVI, que sienta las bases de su funcionamiento y, en particular, fija los objetivos del seguimiento de los compromisos en el marco de la Convención, del análisis de la forma en que vienen implementándose en los Estados Partes y del establecimiento de un sistema de cooperación técnico entre estos para intercambiar información, experiencias y las mejores prácticas  (82) . El Mecanismo posee un carácter intergubernamental, y cuenta con un sistema de órganos (la Conferencia de Estados Partes, el Comité de Expertos y la Secretaría)  (83) . Entre sus funciones figura la de formular recomendaciones a los Estados Partes y dar seguimiento al cumplimiento de las mismas [art. 3.1.c) ET].

Como pone de manifiesto la Tercera Conferencia de los Estados Partes del MESECVI, de 24 de marzo de 2011, entre los resultados más importantes de la adopción de la Convención de Belém do Pará figuran los relativos a los avances en la legislación de los Estados  (84) . Varios países de la región cuentan ya con «leyes de segunda generación», que superan la definición tradicional de violencia contra las mujeres, es decir, la «intrafamiliar», y consideran otras formas de violencia, tales como la violación, trata y tráfico, explotación y acoso sexual, o violencia emocional o económica. Argentina, Colombia, Costa Rica, México, Venezuela y, más recientemente, El Salvador disponen ya de estas normas.

Finalmente, por lo que respecta a los mecanismos convencionales de protección contra la violencia de género, hay que hacer referencia a las disposiciones correspondientes del Convenio núm. 210, del Consejo de Europa, de 2011, todavía no en vigor. Su capítulo IX (arts. 66-70) establece el mecanismo de control. Al respecto, está previsto que, un año después de la entrada en vigor del Convenio, el Comité de las Partes (formado por los representantes de los Estados Partes en el Convenio) elija los miembros del Grupo de expertos para la acción por erradicar la violencia contra la mujer y la violencia doméstica (GREVIO)  (85) . Corresponde a este grupo de expertos llevar a cabo el control de la implementación del Convenio.

El art. 68 describe el funcionamiento del mecanismo. Está previsto que el GREVIO elabore unos cuestionarios para cada ronda de evaluaciones. Los Estados miembros deben responderlos, indicando las medidas legislativas y de otro carácter que han adoptado para cumplir con sus obligaciones convencionales. Al igual que en otros supuestos, el GREVIO puede recibir información de las ONG, grupos de la sociedad civil e instituciones nacionales de protección de los derechos humanos de los Estados Partes e, incluso, tener en cuenta datos procedentes de otros organismos y organizaciones internacionales. De manera subsidiaria, el GREVIO está facultado para realizar una investigación, incluso una visita al territorio del Estado, si la información obtenida no es completa o satisfactoria. La investigación in situ implica la autorización del Estado en cuestión.

Con base en la información obtenida, el GREVIO prepara un informe provisional en que indica su evaluación de la situación y, tras la contestación de la Parte, adopta el informe y las conclusiones, cuya publicidad es obligatoria. Además, puede adoptar recomendaciones sobre la implementación del Convenio, incluidos los plazos de tal implementación.

En casos de extrema gravedad, el GREVIO puede requerir un informe urgente relativo a las medidas nacionales previstas para prevenir la violencia contra la mujer consistente en violaciones graves, masivas y persistentes (art. 68.13).

En concordancia con otros tratados analizados, el art. 69 contempla la facultad del GREVIO de adoptar recomendaciones generales sobre la implementación del Convenio. En cambio, un rasgo de distinción es la implicación de los parlamentos nacionales en el mecanismo de control, que prevé el art. 70.

4.2.  Otros mecanismos

En el plano internacional, existen otros mecanismos, no vinculados directamente a un tratado internacional, pero sí a unos órganos internacionales, que llevan a cabo el seguimiento en la materia de la violencia de género en el marco de las organizaciones internacionales. Constituyen un ejemplo los relatores y los representantes especiales sobre la cuestión.

En el ámbito internacional universal, existe el cargo de Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, creado en 1994 por la Comisión de Derechos Humanos (actual Consejo de Derechos Humanos) de la ONU en cumplimiento de la decisión adoptada en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, de 1993  (86) . La primera Relatora Especial, Coomaraswamy, R., quien puso en marcha la oficina y sentó los principios de su actuación, desempeñó su mandato durante casi diez años. La Relatora Especial actual, Ertürk, anunció en 2003 que continuaba la línea de su predecesora.

Entre las funciones del cargo, podemos destacar: las de solicitar y recibir la información de los gobiernos, órganos de tratados, organismos especializados, ONG y, en particular, organizaciones feministas; hacer llamamientos urgentes a los gobiernos o transmitir la información con la sugerencia de unas medidas jurídicas o de otra índole; realizar visitas in situ, como es habitual, con el consentimiento de los gobiernos, y presentar informes a la Comisión de Derechos Humanos recomendando las medidas nacionales pertinentes. En definitiva, todas las funciones mencionadas apuntan a un difícil equilibrio entre hacer visible el problema de la violencia contra la mujer y respetar la soberanía de los Estados.

Recientemente, desde la ONU se potencia la denuncia de la violencia contra la mujer en los conflictos armados. Para centrarse en esta cuestión, El Consejo de Seguridad de la ONU adopta la Resolución 1888 (2009), de 30 de septiembre de 2009, que refuerza el papel de las Naciones Unidas como defensora contra la violencia en situaciones de conflicto armado y postconflicto, a través del establecimiento del cargo de un Representante Especial del SG de la ONU para la violencia sexual en los conflictos armados. El objetivo de la nueva figura consiste en apoyar el liderazgo de la ONU, coordinar distintos mecanismos de las Naciones Unidos y llevar a cabo negociaciones con los gobiernos sobre el problema.

Desde el 2 de febrero de 2010, Wallström desempeña el cargo con un mandato de dos años de duración. En cumplimiento de sus funciones, tiene que investigar las violaciones y otros abusos contra las mujeres en los conflictos armados, y hacer las recomendaciones pertinentes al Consejo de Seguridad. Asimismo, le corresponde coordinar la labor de las diversas agencias de la ONU en este terreno, ayudar a las víctimas de la violencia, incidir sobre la cuestión ante los líderes y autoridades políticas y elaborar y proponer medidas al respecto.

En el mismo año que en el marco de la ONU, a saber, en 1994, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) crea la Relatoría sobre los Derechos de la Mujer para fortalecer su compromiso de asegurar el pleno respeto y la garantía de los derechos de la mujer en cada Estado miembro de la OEA.

Desde su Informe inicial, la Relatoría ha desempeñado un papel vital en la labor de la CIDH, encaminada a proteger los derechos de la mujer, a través de la publicación de estudios temáticos, la asistencia en la formulación de nueva jurisprudencia en esta esfera, dentro del sistema de casos individuales, y el apoyo a la investigación de temas más generales que afectan a los derechos de la mujer en países concretos de la región, a través de visitas in situ e informes de países. La CIDH y su Relatoría ponen especial énfasis en el problema de la violencia contra la mujer, de por sí una manifestación de la discriminación por razones de género, tal como lo reconoce la Convención de Belém do Pará  (87) .

4.3.  Tribunales internacionales

Los Tribunales internacionales han tenido ocasión de pronunciarse sobre la violencia de género, en particular para proteger los derechos humanos correspondientes, entre otros, la prohibición de la discriminación, el atentado contra la vida y la integridad física y psíquica, la prohibición de la tortura y de los tratos inhumanos y degradantes, el derecho a la vida privada y la denegación de la justicia. En este estudio, vamos a referirnos a la jurisprudencia de tres altos Tribunales: en primer lugar, los Tribunales penales ad hoc para los casos de Ruanda (TPIR) y de la ex Yugoslavia (TPIY); en segundo lugar, el TEDH y, por último, la Corte IDH.

Los Tribunales penales internacionales ad hoc se insertan en el sistema de la ONU, dado que se crean por el Consejo de Seguridad  (88) . En ambos casos, su creación está motivada por razones de extrema urgencia y relacionada con la represión de los crímenes de guerra, de lesa humanidad y genocidio que se han producido en el territorio de Ruanda y de la ex Yugoslavia.

Los TPIR y TPIY representan unos de los primeros Tribunales internacionales que han perseguido y condenado la violencia sexual en los conflictos armados. Además, la contribución de los citados Tribunales consiste en situar la represión de los crímenes por razón de género en el marco del Derecho consuetudinario  (89) . En particular, el TPIR, seguido por el TPIY, ha sido el primero en calificar la violación como una forma de tortura en virtud del Derecho internacional consuetudinario, y equiparar la esclavitud sexual y la violencia sexual a los crímenes contra la humanidad.

Sin duda, hay que hacer referencia al respecto a los casos El Fiscal c. Jean-Paul Akayesu (90)  y El Fiscal c. Dragoljub Kunarac, Radomir Kovac y Zoran Vukovic (91) , los primeros asuntos paradigmáticos en la materia. El caso Akayesu, conocido por el TPIR, representa además el primer juicio internacional relevante en materia de genocidio.

Akayesu, J.-P. ocupaba el puesto de alcalde de Taba, una localidad de Ruanda, cuando, en abril de 1994, estalló el conflicto interno entre las tribus de los hutu y tutsi. Como es sabido, durante este conflicto, un 75 por 100 de los tutsi fueron masacrados. La mayor parte de las víctimas fueron no combatientes, entre ellos, mujeres y niños. En el contexto general, calificado como genocidio, muchas mujeres tutsi intentaron esconderse en Taba. Sin embargo, ahí fueron sistemáticamente violadas por la milicia hutu local, alentada por el alcalde. En muchos casos, la violación iba acompañada de amenazas de asesinar a la víctima y, de hecho, muchas de estas fueron abusadas sexualmente junto a sus futuras tumbas. Entre abril y junio de 1994, murieron al menos 2.000 tutsi en Taba.

Akayesu fue arrestado en Zambia en 1995 y puesto a la disposición del TPIR en 1996. En su Fallo de 2 de septiembre de 1998, el Tribunal juzgó a Akayesu culpable y lo condenó por los crímenes de genocidio e incitación al genocidio, así como por los crímenes de lesa humanidad, como el exterminio, asesinato, tortura, violación y otros actos inhumanos. En su pronunciamiento, el TPIR definió la violencia sexual como una «invasión física de naturaleza sexual, cometida en una persona bajo circunstancias coercitivas», sin que mediase, necesariamente, un contacto físico. Del mismo modo, el Tribunal determinó que la violencia sexual podía constituir un acto de genocidio cuando tenía la intencionalidad requerida. El 2 de octubre de 1998, Akayesu fue sentenciado a cadena perpetua  (92) .

La trayectoria del TPIY es aún más larga. Desde el comienzo de su actividad, más de setenta personas han sido acusadas de crimines de violencia sexual. No obstante, a comienzos de 2011, solo treinta fueron condenadas  (93) . Cabe mencionar tres acusados, oficiales del Ejército Serbio de Bosnia, Kunarac, D., Vukovic, Z. y Kovac, R. Esos tres militares desempeñaron un papel protagonista en la organización y mantenimiento de los campos de violación en la ciudad bosniaca de Foca.

La nefasta práctica de los campos comenzó en 1992. Las mujeres musulmanas eran llevadas a los centros de detención alrededor de la población y allí violadas por los soldados serbios. Durante el juicio, se recogieron los testimonios de más de veinte mujeres víctimas de actos repetidos de violación y otras formas de abuso e intimidación sexual. Entre otros actos, las mujeres fueron obligadas a participar en una especie de subastas, en las que se compraban y vendían, como si se tratase de un objeto, con fines de esclavitud sexual. En este sentido, el mérito del TPIY consistió en determinar la naturaleza sexual de la esclavitud. Anteriormente, esta práctica se equiparaba al trabajo forzoso o la servidumbre y, gracias al pronunciamiento del Tribunal, quedó ampliada con la servidumbre sexual.

Del mismo modo, los tres acusados fueron condenados por violencia como crimen contra la humanidad. Como hemos señalado antes, el supuesto resultó en la primera condena de este tipo en la práctica del TPIY, que seguía de cerca el precedente del caso Akayesu. Tras la Sentencia de la Sala de Apelación de 12 de junio de 2002, Kunarac, Kovac y Vukovic fueron condenados, respectivamente, a 28, 20 y 12 años de prisión.

Los conflictos armados también tienen una cierta repercusión en la jurisprudencia en la materia del TEDH, especialmente en sus numerosos pronunciamientos sobre el problema del asilo y la expulsión de extranjeros en el contexto de la obligación internacional de non-refoulement (o principio de no devolución). En el caso de vulneración de tal principio, las autoridades estatales incurrirían en la violación de sus obligaciones positivas, en virtud del art. 3 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH), de 4 de noviembre de 1950  (94) . El citado art. prohíbe la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes y constituye el fundamento jurídico principal de condena de los Estados Partes en el CEDH por el TEDH cuando media la violencia de género. Un ejemplo de ello es el reciente caso N. c. Suecia, que condena al Estado por violación del art. 3, debido a la expulsión de la demandante a Afganistán. La Sentencia afirma que, en Afganistán, las mujeres están expuestas a tratos inhumanos, en particular si son percibidas como transgresoras de los roles basados en el género, establecidas para ellas por la sociedad y la tradición afganas, e incluso por el sistema legislativo nacional  (95) . Con anterioridad, el TEDH hizo una afirmación similar en el caso Jabari c. Turquía, al reconocer que el Estado violaría el art. 3, si deportase la demandante a Irak, teniendo en cuenta los castigos previstos en este país por adulterio  (96) .

No obstante, el caso clásico de vulneración del art. 3 y, por suerte, no frecuente en los Estados Partes del CEDH, implica la tortura o tratos inhumanos cometidos por las propias autoridades estatales, como en el caso Aydin c. Turquía (97) . La demandante en este juicio fue una víctima de violación, abusos sexuales y otras prácticas inhumanas y degradantes basadas en el género en la sede de la gendarmería de la localidad turca de Derik. Las atrocidades cometidas por las autoridades turcas se inscribían en el cuadro general de actos de represión llevados a cabo contra la población turca de origen kurda y simpatizante del Partido de Trabajadores de Kurdistán.

La aplicación del art. 3 también cabe en los supuestos de violación cometida por los particulares, como prueba el caso M.C. c. Bulgaria. El TEDH reitera, al respecto, la obligación de las Altas Partes Contratantes, conforme al art. 1 CEDH, conjuntamente con el art. 3, de garantizar a toda persona en su jurisdicción los derechos y libertades definidos en el Convenio, y requiere que los Estados apliquen medidas diseñadas para asegurar que los individuos dentro de su jurisdicción no estén sujetos a malos tratos, incluidos los maltratos efectuados por individuos  (98) .

Como en muchos otros supuestos, el caso M. C. c. Bulgaria introduce la responsabilidad por violación en virtud del art. 8, disposición que, junto con el art. 3, se utiliza con frecuencia para describir los supuestos de violencia de género. De conformidad con el art. 8.1, toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada. El TEDH observa que el concepto de «vida privada» es amplio, abarca desde la integridad física y psicológica de una persona y el cuerpo humano como su aspecto más íntimo, hasta la vida social. Esta conclusión remonta a la jurisprudencia de los años 80 y no pierde su actualidad en los comienzos del tercer milenio  (99) .

Por último, en la jurisprudencia del TEDH en materia de violencia de género, se invoca a menudo, junto con los arts. 3 y 8, el art. 13  (100)  y, a veces, el art. 14. Así, en el caso Bevacqua y S. c. Bulgaria, los demandantes alegaron los cuatro arts. citados para pedir la condena de las autoridades, por no adoptar las medidas necesarias para asegurar el respeto de su vida familiar  (101) .

En definitiva, resulta muy apropiada la alegación del art. 13 junto con los arts. 3 y 8, dado que se une a estos de manera orgánica. Su precepto garantiza, en el plano nacional, la disponibilidad de un recurso efectivo que se muestra inseparable de la esencia de los derechos protegidos por el CEDH. La obligación en virtud del art. 13 puede variar dependiendo de la naturaleza de la demanda, pero, en todo caso, debe ser eficaz. En especial, las víctimas de violación del art. 3 se hallan en una situación particularmente vulnerable, por lo que la «reparación judicial eficaz» al respecto implica tanto el acceso a la investigación para lograr la identificación y el castigo de los responsables, como la indemnización por daños y perjuicios  (102) .

Se culmina este breve recuento de la jurisprudencia internacional en la materia, al pasar del Sistema Europeo de protección de los derechos humanos, al Sistema Americano. En su ámbito, desde 2006, la Corte IDH ha condenado a varios Estados de la OEA, de entre otros supuestos previstos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de 22 de noviembre de 1969, también por violación de la Convención de Belém do Pará  (103) . Dichos casos ante la Corte se caracterizan por conocer de actos de detención arbitraria, asesinato, tortura y desapariciones forzadas cometidos, generalmente, por las autoridades estatales.

En cuanto a la violencia de género, el primer caso importante, el Caso Penal Miguel Castro Castro c. Perú, adquiere un valor añadido por la aportación del Juez Cançado Trindade, A. A., en su voto razonado  (104) , se explica por qué el caso no puede ser adecuadamente examinado sin un análisis de la cuestión de género. Ante todo, evoca un pasaje acertado de la sentencia, fundamental para la cuestión, matizando que las mujeres se vieron afectadas por los actos de violencia de manera diferente a los hombres, por cuanto algunos actos de violencia fueron dirigidos específicamente a ellas y otros las afectaron en una mayor proporción. Además, la percepción de lo acaecido por las mujeres necesariamente tenía que variar, debido a que la violencia estaba dirigida contra algo sagrado, el proyecto y la vivencia de la maternidad. En otras palabras, en la Prisión de Castro Castro, la violencia de género se manifestaba en las brutalidades a las que fueron sometidas las mujeres embarazadas y, más tarde, perpetrada en los abusos cometidos contra los hijos. Se apunta, incluso, otra dimensión de la violencia, consistente en «la maternidad denegada o postergada», al matizar que muchas de las mujeres que sobrevivieron a los ataques y al bombardeo de la prisión ni siquiera pudieron ser madres, consumiendo todo su tiempo existencial en la búsqueda de la justicia frente a la indiferencia de las autoridades estatales.

Por otro lado, es muy significativa la reflexión acerca de cómo el problema de la violencia de género llega a la Corte IDH. Se hace constar que la CIDH nunca había solicitado la opinión consultiva al respecto, en virtud de la facultad establecida en los arts. 11 y 12 de la Convención de Belém do Pará. En el procedimiento contencioso, tanto en su fase escrita como oral, fueron los representantes de las víctimas y sus familiares, y no la Comisión, quienes insistieron en el vínculo entre la violación de los arts. 4 y 7 de la Convención de Belém do Pará y la violación de la Convención Americana. De este modo, los puntos resolutivos de la Sentencia se apoyan tanto en la Convención Americana, como en otras dos Convenciones sectoriales: la Convención Interamericana contra la Tortura y la Convención de Belém do Pará.

Hay que subrayar que las referidas Convenciones sectoriales no atribuyen la jurisdicción a la Corte de manera idéntica. Así, la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas contiene una cláusula atributiva de jurisdicción a la Corte IDH, mientras que la Convención Interamericana contra la Tortura carece de tal cláusula. No obstante, la Corte IDH se ha pronunciado sobre ambas. En la misma línea, vía interpretativa del art. 12 de la Convención de Belém do Pará y el art. 51.1 de la Convención Americana, se le reconoce la jurisdicción para pronunciarse sobre las violaciones alegadas de los derechos humanos de la mujer, con el necesario análisis de género, dotando a la Convención de Belém do Pará del debido effet utile, pese a la ausencia de una cláusula expresa  (105) .

De este modo, la importancia del Voto razonado tiene el mérito de ilustrar sobre la verdadera «conquista del derecho» en todas sus dimensiones: doctrinal, normativa y jurisprudencial. Con lo que se reafirma «la legitimidad de la lucha por el derecho» y «la necesidad del esfuerzo enérgico y constante (...) para conquistar el reino de la justicia que no se viene a la mano por sí solo»  (106) .

5.  CONCLUSIONES

1. A pesar de una nota positiva en cuanto al avance de la lucha contra la violencia de género en el plano internacional, hay que reconocer la existencia de un sinfín de puntos oscuros y obstáculos en la consecución satisfactoria de ese objetivo. Como ponen de relieve las fuentes documentales analizadas, persiste el problema de visibilidad y sensibilidad frente al fenómeno. Los Estados son reticentes en proporcionar estadísticas sobre la violencia de género en su territorio. Las víctimas muestran temor a la hora de presentar las denuncias, debido a la dificultad de la prueba y la amenaza ante la subsiguiente estigmatización. En las reclamaciones ante los órganos internacionales, quedan en evidencia las humillaciones y retrasos en la Administración de justicia que deben afrontar las víctimas durante los procedimientos ante las instancias nacionales y, a menudo, la indiferencia de las autoridades estatales ante la situación de vulnerabilidad. De este modo, y debido a la preocupación relativamente reciente sobre el problema, solo los casos más graves y manifiestos llegan a las instancias internacionales.

2. El término «género», y por ende «violencia de género», tarda una decena de años, desde su primera aparición en la Conferencia de Beijing, en incorporarse expresamente a los instrumentos legales y a la jurisprudencia internacional. Es cierto que ya estaba latente en la expresión «violencia contra la mujer» y, hasta ahora, parece que son intercambiables. No obstante, y como se ha afirmado, en el plano terminológico, la expresión «violencia de género» reivindica el deseo de abstraerse del aspecto meramente biológico (y sexual) y acentuar el aspecto social del problema. Hay que insistir: lo que inspira los actos de violencia cometidos contra la mujer y dificulta la realización práctica de la igualdad entre esta y el hombre, no es la condición biológica, sino el rol social atribuido a la mujer.

3. Al llegar a este punto, es decir, al condenar los roles sociales atribuidos, el concepto de violencia de género «se escapa» de su dimensión sexual y adquiere un carácter igualitario, carácter que, paradójicamente, empieza a hacer peligrar el objetivo inicial, a saber, el de combatir la violencia contra la mujer. Consciente de esta paradoja, el reciente Convenio del Consejo de Europa insiste en la necesidad de conservar a la mujer como la figura central de la protección contra la violencia de género, pero, de manera tímida, abre la posibilidad de incluir al hombre en su esfera de protección, especialmente en relación con la violencia doméstica.

4. La violencia de género es un atentado contra los derechos humanos. Por lo tanto, la persecución y condena de sus distintas formas se materializa a través de la conexión con los derechos protegidos en los instrumentos internacionales. En otras palabras, para condenar la violencia de género, es preciso conectarla con la discriminación, la tortura y otros tratos inhumanos y degradantes, el atentado contra la vida y la integridad física y psíquica, o la violación del derecho a la vida privada. En fin, el Convenio Europeo también contempla la violencia económica.

Sin olvidarnos de que la violencia contra la mujer se define como una forma de discriminación, parece que el vínculo más frecuente, al menos en la jurisprudencia internacional analizada, es con el bien jurídico protegido que busca la prohibición de la tortura en todas sus manifestaciones, con un marcado elemento de género. Este hecho nos hace constatar de nuevo que se les proporciona una mayor visibilidad a los supuestos más graves, si es que resulta posible «medir» la gravedad de los supuestos de esta índole. La jurisprudencia prefiere acudir a las formas más elaboradas, si se quiere sofisticadas, de la técnica jurídica si pretende condenar, digamos, un acoso sicológico en el ámbito laboral.

5. ¿Cómo podría concluirse este estudio sobre la violencia de género en el Derecho internacional? Desde luego, hay que reconocer que el problema representa uno de los hitos de la época de transición del siglo XX al XXI. La primera Relatora especial sobre la violencia contra la mujer decía que, en los comienzos de los años 80, sería impensable un planteamiento del tema en los términos actuales (y hablaba del año 2005). En este sentido, cabe comparar la cuestión con la propia época en la que vivimos, y traer a colación las palabras de Ortega y Gasset: «no es fácil de formular la impresión que de sí misma tiene nuestra época: cree ser más que las demás y a la par se siente como un comienzo, sin estar segura de no ser una agonía»  (107) . ¿Qué expresión se elegiría para describir el estado de la cuestión sobre la violencia de género en el momento actual? Tal vez, una que constate un avance y transmita optimismo, pero no permita «dormirse en los laureles»; una igual a la que Ortega y Gasset elige para definir su época: «más que los demás tiempos e inferior a sí misma»  (108) .
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	Del mismo modo, desde la perspectiva de la psicología social, se insiste en dicha distinción. Afirma Berbel, S.: «Una primera confusión es la que se produce entre género y sexo. El sexo viene determinado por la naturaleza, una persona nace con sexo masculino o femenino. En cambio, el género, varón o mujer, se aprende, puede ser educado, cambiado y manipulado. Se entiende por género la construcción social y cultural que define las diferentes características emocionales, afectivas, intelectuales, así como los comportamientos que cada sociedad asigna como propios y naturales de hombres o de mujeres». Berbel, S., «Sobre género, sexo y mujeres», 12 de junio de 2004, pág. 1, en: http://www.mujeresenred.net/.
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«La Unión Estatal de Federaciones y Asociaciones por la Custodia Compartida (UEFACC), que reúne a hombres divorciados de España, anunció hoy que ha denunciado ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos la Ley contra la violencia de género».

Esa norma «contraviene derechos fundamentales» recogidos en la Constitución por tratar «de forma diferenciada» la violencia en una pareja según sea el autor hombre o mujer, explicó el portavoz de la UEFACC, Fernando Basanta.

Eso afecta, por ejemplo, a la resolución de divorcios porque con «una simple denuncia» por violencia de género se abandona la vía civil por la penal, con las consecuencias que eso tiene para la determinación de la custodia compartida que acaba perjudicando a los padres, señaló Basanta.
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Añadió que acudirán a la justicia europea en futuros procedimientos por este mismo asunto cuando se agoten las vías de recurso interno en España». Ver más datos al respecto en: http://www.lavanguardia.com/.
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1.  INTRODUCCIÓN. LA VIOLENCIA EN EL ÁMBITO PRIVADO

La violencia de género ha sido una pulsión de las sociedades tradicionales basada en la supremacía del varón, de acuerdo con los patrones socioculturales y socioeconómicos de comportamiento predominantes. La reclusión femenina en el estricto ámbito de las relaciones familiares y del hogar ha producido que todas las formas de agresión masculina hacia su pareja o hacia las mujeres que habitaban bajo su mismo techo se consideraban asuntos absolutamente privados, ubicados en las relaciones familiares e impermeables a la intromisión de las normas jurídicas. En un entorno en el que las formas más abominables de agresión y parricidio con víctimas femeninas han sido banalizadas y socialmente justificadas, cuando no ensalzadas en las más aberrantes frases hechas y cantos populares.

Por supuesto, la sociedad patriarcal en la que hemos habitado -y seguimos habitando, más de lo que comúnmente se acepta- produce un efecto de imposible intercambio entre las distintas funciones vitales y sociales de hombres y mujeres, de tal forma que el espacio doméstico ha constituido la esfera vital de estas, incomunicadas y vulnerables a todos los excesos de aquellos. En tanto que el mundo del trabajo y de las relaciones sociales ha pertenecido en exclusiva al varón. Alrededor de estas presuposiciones se han forjado dos conceptos que han abonado más el campo de los abusos, de las agresiones y de la violencia en general hacia las mujeres: el aislamiento y el estereotipo. Dos conceptos que actúan alternativa o acumuladamente con el mismo efecto de reafirmar la supremacía masculina, incluso cuando la mujer se incorpora de forma masiva al mercado de trabajo formal.

Y otro más, que ha sido muy definitorio del Derecho español hasta el cambio de régimen, pero que todavía pervive en algunas manifestaciones. Se trata de la consideración de la mujer como un objeto, más que como un sujeto de derechos. Sus limitaciones a la capacidad de obrar o, en general, el establecimiento de una telaraña de normas jurídicas supuestamente protectoras, pero sobre las que no puede disponer, constituyen ejemplos muy característicos. El derecho y la realidad social han sido las dos palancas que han «cosificado» la identidad femenina, sobre la que se ha dispuesto desde un punto de vista ajeno a la mujer y con connotaciones muy androcéntricas.

Sin perjuicio de que más adelante se reflexione sobre los vínculos entre violencia de género y discriminación, la violencia constituye una forma de evidenciar -quizá la forma más evidente y más característica- la discriminación sistémica de la mujer  (1) . Resulta paradójico que el sujeto agente actúa de forma individual y en un contexto muy privado, al menos en la mayoría de las ocasiones, pero que, en realidad, lo haga al amparo de un marco social que propicia sus comportamientos. Por supuesto, este amparo ha disminuido considerablemente en los últimos años, las convicciones no son, en términos generales, las mismas, y el Derecho ha emancipado en parte a la condición femenina. También la LOVG ha tomado partido decidido contra los agresores. Con todo, las conductas y las pautas de comportamiento son más resistentes al cambio, sin duda porque la violencia está demasiado arraigada como expresión suprema de la dominación del hombre o, en todo caso, como resistencia al cambio.

En este contexto, la violencia producida en el seno familiar constituye la expresión más característica de la violencia de género, porque sin duda es el espacio más privado donde el dominio se ejerce con mayor intensidad. Adopta formas y manifestaciones diferentes, de tal suerte que las más de las veces se coordinan unas y otras. Se conjugan la violencia física con la psíquica, de modo que una y otra destruyen la integridad física y moral de las mujeres. Pero ambas se tiñen de violencia sexual y sexista, pues la imposición sexual es expresión violenta de dominio y de predominio sobre la mujer, la cual se degrada a objeto de ese dominio. Y, al mismo tiempo, se acompaña de una violencia económica, que sustenta las demás. La subordinación femenina en la familia se agrava por la falta de independencia económica que la hace rehén de su pareja. Y la expone a situaciones de pobreza progresiva a medida que se incrementa la violencia que el hombre ejerce sobre ella. Así sucede, desde luego, en demasiadas ocasiones. La falta de medios la hace también más vulnerable, al cortarle los canales de comunicación con el exterior y la propia posibilidad de separarse de él.

Así se consuman las consecuencias más degradantes de la violencia de género familiar. Tiene una dimensión grande de exclusión social, de enajenación y de aislamiento. La mujer víctima de violencia de género es una persona excluida socialmente, o al menos en riesgo de exclusión. Precisamente por ello es tan importante la dimensión laboral de la trabajadora en estas circunstancias, pues el trabajo se constituye, más que en otras situaciones, en el principal y casi exclusivo contacto social.

2.  LA VERTIENTE LABORAL DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO: EL ACOSO. MODELOS JURÍDICOS Y MODELOS SOCIALES

No se trata ahora de sistematizar las fuentes jurídicas ni tampoco de describir la respuesta del ordenamiento jurídico-laboral sobre el acoso sexual y el acoso por razón de sexo  (2) , ambos descritos tanto en la Directiva 2006/54/CE, como en el Derecho interno. Solo, de forma introductoria, conviene recordar los derechos fundamentales y los bienes jurídicamente protegidos más lastimados con estas conductas violentas.

Que el acoso sexual vulnera claramente el principio de igualdad no es algo que quepa atribuir en su reconocimiento a la Directiva 2002/73/CE, ni tampoco a documentos anteriores de la Unión Europea. Debe recordarse que ya el Tribunal Supremo Federal de los Estados Unidos había llegado a semejante conclusión, en 1986, en el muy conocido asunto Vinson (3) . Y que este pronunciamiento, a su vez, se remitía a unas anteriores orientaciones -guidelines- de la Equal Employment Opportunities Commission publicadas en 1980. Orientaciones que conducen directamente al libro de referencia en esta materia, de McKinnon, C. (4) , que desarrolló directamente la doctrina de la vertiente discriminatoria del acoso. Puede decirse que el acoso -sobre todo el sexual- constituye una herramienta de dominación del hombre sobre la mujer, la más agresiva sin duda  (5) .

En este contexto, la STC 224/1999, de 13 diciembre, afirma asimismo que el acoso sexual vulnera el art. 14 CE. Más que afirmarlo, expresa que puede vulnerar el derecho a la no discriminación, porque, «por su frecuencia e intensidad», afecta más a las mujeres que a los hombres. Con todo, no se trata de poner el acento en la trivial argumentación de la sentencia a este respecto, sino en el hecho de que el amparo se otorga por vulneración del art. 10 -derecho a la dignidad- y del art. 18 CE -derecho a la intimidad personal-. Probablemente, la lesión de uno y otro mantengan su importancia, a la par que la no discriminación y otro derecho fundamental que ha emergido con fuerza en la doctrina judicial interna, como es el derecho a la integridad moral. Pero la integridad moral constituye el derecho prominente cuando se conoce de conductas de mobbing o, más en general, de violencia en el trabajo. Y es evidente que la violencia sexual y sexista comparten muchos rasgos con las mismas, hasta el punto de poder considerarse una variante, si no una especie de ellas. No obstante, de lo que se trata ahora es de afirmar las particularidades y la autonomía de la violencia ejercida contra la mujer. En este contexto, con toda seguridad, hay que valorizar de nuevo el derecho a la dignidad, pero también, y al mismo nivel, el derecho a la libertad.

En efecto, el acoso sexual -y también, al mismo nivel, el sexista- ostentan una connotación muy fuertemente ofensiva. Ambas son conductas degradantes de la personalidad de la víctima, que se identifica individualmente, pero también como miembro de un colectivo secularmente ofendido y degradado. A diferencia de otras conductas de violencia en el trabajo, el acoso en sus vertientes sexual y sexista tiene, desde la perspectiva de la víctima, una importante dimensión colectiva, de la que normalmente carecen otras manifestaciones de violencia que no puedan calificarse de discriminatorias. Se trata de un ataque a la dignidad y a la dimensión femeninas. Lo cual tiene importancia desde el punto de vista de la persona acosada, pero también del acosador, como enseguida va a verse.

Pero antes hay que remarcar cómo también queda afectado el derecho fundamental a la libertad. El acoso sexual -de nuevo también el sexista- constituye una técnica de afirmación del domino masculino sobre el sexo femenino. Lo cual plantea frontalmente uno de los temas más discutidos en la doctrina, que es el del consentimiento de la víctima. Su carácter indeseado se liga, pues, a la voluntariedad de las relaciones personales, que se quiere condicionar a través de conductas que pretenden afirmar la supremacía masculina. Estas conductas, a diferencia de otras, tienen una dimensión más o menos explícita de dominio o de dominación  (6) .

Dignidad y libertad son, así pues, dos derechos especialmente lastimados con los acosos sexual y sexista, en particular por el primero de ellos, como conducta más paradigmática de anulación de las personas del sexo femenino como sujetos de derechos. Esta idea ha sido ya suficientemente destacada, y en sí misma resulta poco novedosa. Sin embargo, habría que incidir en una reflexión de carácter más colectivo, que ha quedado algo más en la penumbra.

Me refiero a un análisis tanto de la figura del acosador como de la acosada. En cuanto al primero, podría decirse que hay un cierto empeño de nuestro ordenamiento jurídico en disciplinar al autor como un sujeto individual y desviado de la normalidad. Es decir, en tratarlo como una persona que no encaja en los estereotipos sociales. Cuando tal vez ello no sea del todo así, pues probablemente muchos acontecimientos habría que tratarlos en el marco institucional en que se producen, el cual en no pocas ocasiones propicia el acoso. Es decir, no se corrigen las injusticias estructurales en cuya base se explica el acoso y tampoco se consideran suficientemente. El acoso, como todas las demás manifestaciones de la discriminación por razón de sexo, tiene una innegable dimensión sistémica, en la que el sujeto agente actúa también -aunque no exclusivamente, ni siquiera principalmente en la mayoría de las ocasiones- como miembro de un grupo. El acoso en sus dimensiones sexual y sexista solo se explica en un contexto de relaciones de dominio y de supremacía. Por consiguiente, la solución del problema no se agota en la corrección o en la sanción del sujeto que incurre en estas conductas, ni tampoco en la exigencia de unos elevados estándares preventivos y reparadores a la empresa en cuyo ámbito suceden las mismas. Solo un replanteamiento global de los problemas de dominio y de subordinación que se producen en las estructuras de mando reales -no formales- de las organizaciones productivas puede enfocar globalmente el problema, sin que se afronten tan solo sus consecuencias concretas.

Desde la perspectiva de las mujeres acosadas, estas reflexiones se observan, si cabe, más nítidamente. En realidad, hay dos contextos generalmente reconocidos como de mayor riesgo. El uno, conformado por situaciones en los que la mujer sufre unas condiciones de aislamiento o de escasa socialización en su trabajo. Encajan en este estereotipo las empleadas domésticas, o las inmigrantes que, por sus condiciones personales, familiares o sociales, o por su origen racial, étnico o religioso, se enfrentan a dificultades de adaptación al medio laboral. O también las que prestan sus servicios en ambientes fuertemente masculinizados. En términos generales, la progresiva presencia femenina en ámbitos anteriormente reservados a los trabajadores varones disminuye el riesgo de conductas de acoso en la misma proporción en la que va forjando relaciones de solidaridad femenina. Aunque bien es cierto que dicho incremento progresivo viene usualmente acompañado por ráfagas de violencia, casi siempre motivada por el deseo de mantener ciertos statu quo. Pero es claro que la mujer aislada se encuentra en una posición más vulnerable. Cuando más predominen los códigos informales masculinos, más en riesgo se encuentran las mujeres que los padecen.

El otro contexto se caracteriza por un fuerte componente sexual en las relaciones laborales. En él, lo sexista se convierte en sexual y viceversa. No por casualidad se multiplican los episodios de acoso de los que son víctimas mujeres pertenecientes a colectivos tan identificados y consolidados como los de las secretarias, los de las camareras o los de las azafatas de vuelo. En ellos, el trabajo se tiñe de unas connotaciones sexuales al servicio del apetito de los consumidores. Consumidores que pueden ser los clientes, pero que en algún caso -o en bastantes casos- son los propios superiores jerárquicos. En estas situaciones el acoso, más que tolerarse, se nutre de los estándares socialmente admitidos. Precisamente por eso resulta tan importante que ciertos requisitos, realmente inadmisibles, relativos a una uniformidad al servicio de la sexualidad y del sexismo en los lugares de trabajo, vayan, poco a poco, siendo considerados discriminatorios por los órganos judiciales  (7) . Bien es cierto que también en estos ámbitos se desarrollan fuertes lazos de solidaridad femenina que constituyen barreras para el acoso, pero insuficientes para resolver todo cuanto hay de sistémico en las estructuras de poder que propician los acosos sexuales y sexistas.

Porque -y volviendo a la figura del acosador- su existencia encuentra su caldo de cultivo en ciertos prototipos de trabajador que mantienen plena vigencia en la actualidad. Las cualidades que se le presuponen tienen que ver con determinadas características que solo de una forma indirecta pueden tener que ver con la productividad. Puede decirse que se promueve un estereotipo basado en una fuerte virilidad, acompañada de una aparente seguridad en la toma de decisiones y en un componente más o menos inespecífico de supremacía. Es verdad que tales rasgos no son ya universalmente válidos, pero se mantienen con más fuerza de lo que habitualmente se reconoce.

En estos contextos, que la mujer promocione profesionalmente es transgresor, como también lo es que el hombre se manifieste como vulnerable. Tales presuposiciones fomentan todo tipo de situaciones de acoso, distintas de las tradicionalmente jerárquicas en las que la víctima es además subordinada. La dimensión estructural del acoso -sexual y sexista- propicia un acoso horizontal y también un acoso de los varones sobre sus superiores jerárquicas, en el que, aunque se manifieste como sexual, lo sexista prevalece sobre lo sexual.

3.  LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN LA LOVG: EL ESCENARIO LABORAL

3.1.  Ideas de encuadre

La LOVG contempla el ámbito de las relaciones laborales desde una doble perspectiva: como espacio potencialmente violento y como ámbito de socialización de mujeres víctimas de la violencia. Pero, como quiera que entre sus objetivos no se plantea la regulación del acoso -al menos, directamente- prevalece la segunda perspectiva, con cierta postergación de la primera.

Es evidente que hunde sus raíces en la Cumbre de Beijing de 1995. Parte, desde luego, de sus grandes principios inspiradores y, en particular, de los tres quizá más basilares: el mainstreaming, el reconocimiento de la violencia de género como una estrategia de dominación y la afirmación de que existe un estrecho parentesco entre violencia y discriminación. No hace falta expresar en estas letras que la Ley de 2004 es la primera técnicamente moderna, desde el punto de vista de que enfoca la violencia de género desde todas las perspectivas, de tal manera que modifica un gran número de leyes, y no parte de una consideración sectorial de ciertos aspectos concretos que había que modificar puntualmente, como hasta entonces habían hecho todas sus predecesoras.

Pero sí que debe destacarse la importancia de focalizar el problema de la violencia, como primer campo de batalla en el que librar la guerra contra la discriminación por razón de sexo. Tiene mucho de simbólico que la LOVG haya precedido a la LO 3/2007. Es algo más que una casualidad. En el fondo, revela un programa que atiende a la secuencia lógica de la Cumbre de Beijing: la lucha contra la violencia es lo primero. Y no solo porque sea lo más intolerable y lo más indigno, sino porque su erradicación constituye un presupuesto de la igualdad. Abordado el primer asunto, después podrán enfocarse nuevos objetivos. Desde este punto de vista, la LOVG es algo más que una precursora de la de 2007. Constituye, prácticamente, su antecedente necesario. La puesta en cuestión de las relaciones de poder se establece desde su expresión más cruel y simbólica, como es la violencia de género.

Las ideas básicas aparecen, desde luego, en la exposición de motivos de la LOVG. En ella, al definir a la mujer maltratada, ya se pone el acento en que los patrones sociales y culturales han consolidado unas relaciones de dominio y de enajenación: «existe ya incluso una definición técnica del síndrome de la mujer maltratada que consiste en "las agresiones sufridas por la mujer como consecuencia de los condicionantes socioculturales que actúan sobre el género masculino y femenino, situándola en una posición de subordinación al hombre y manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la persona: maltrato en el seno de las relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social y acoso en el medio laboral».

Y se expresa también la necesidad de configurar con contenido amplio el concepto de violencia de género. En el entendimiento de la Ley -art. 1.3-, «comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad».

Destacado, pues, el marco conceptual, los objetivos de la ley se centran en erradicar la violencia y en configurar el contexto que propicie su erradicación. Y es aquí el punto a partir del cual se deben configurar todas las políticas sectoriales, y también las laborales. Partiendo, pues, de la hipótesis de que el lugar de trabajo es algo más que un espacio potencialmente violento. Es, por encima de otras consideraciones, un ámbito de socialización y de realización, también y sobre todo para las mujeres que sufren violencia en los ámbitos familiares y privados. La relación laboral se tiñe desde esta perspectiva, de una condición emancipadora. Porque la LOVG es, por encima de todo, una promesa de emancipación de la mujer víctima del predominio violento del hombre, en la que cada sector del ordenamiento jurídico y todos los operadores y operadoras jurídicas tienen que poner su grano de arena.

3.2.  La espiral desprofesionalizadora de la violencia

La violencia sexista que sucede en el ámbito de la pareja condiciona fuertemente la vinculación de las víctimas al mercado de trabajo. Primero, porque deteriora la relación contractual que mantienen, en su caso, con las empresas para las que prestan servicios. No es solo el incremento del absentismo como expresión más visible. Los episodios violentos marcan una ruta de inasistencias, a veces derivadas de bajas producto de las lesiones físicas o psicológicas que sufren, pero otras veces de los miedos, coacciones y violencias invencibles que deben superar estas mujeres para acudir a sus puestos de trabajo. La violencia sexista tiene mucho de fuerza centrípeta, porque atrae fatalmente a la mujer que la sufre al ámbito de dominación masculina. Ella sufre dificultades para acudir al puesto de trabajo, percibido por el agresor como el espacio en el que no puede desarrollar su posición predominante.

Por supuesto, estas circunstancias empujan a la mujer a la pérdida de su puesto de trabajo. Muchas veces por abandono suyo, a la vista de las condiciones tan poderosas que la rodean. Abandono que se produce formalmente a través de las causas habituales. Pero también por decisiones que le son ajenas, producidas por elementos en apariencia objetivos como una disminución del rendimiento, una bajada en la productividad, una visible falta de implicación en el proyecto de la empresa, o incluso por causas disciplinarias derivadas de inasistencias o impuntualidades u otras que se derivan de su situación de especial sensibilidad. De una manera u otra, con esta ruptura del vínculo laboral el agresor culmina con éxito su «sitio» al espacio de socialización más importante que le quedaba a su víctima. Casi siempre, ante la mirada impasible de la empresa, ajena a estas circunstancias que concibe como extrañas a su ámbito de intereses.

Y es más que la pérdida del puesto de trabajo. Es la pérdida de la conexión con el mercado laboral. No solo por la actitud vigilante del varón y por su tesón en mantenerla en su esfera de control. También, por el propio proceso destructivo de la mujer que sufre estas situaciones. La pérdida de la confianza y de la autoestima, esto es, de la dignidad, genera una fuerte creencia de su incapacidad para todo y también para volver a trabajar autónomamente de su pareja, en un entorno normal de una empresa. Es, en suma, el proceso hacia la absoluta dependencia y la absoluta servidumbre, en situación de rehén perpetua, sin revisión posible, del acosador, que culmina así su espiral de violencia.

3.3.  El vínculo laboral como espacio de combate contra la violencia de género

Con este planteamiento, el Derecho del trabajo -y de la Seguridad Social- debe perseguir dos objetivos centrales. El primero, intrínseco a la propia relación laboral, la erradicación de la violencia sexual y sexista de los centros y lugares de trabajo y de las unidades productivas. En estas páginas no se trata de hacer ningún comentario más sobre el acoso discriminatorio, pero sí de poner énfasis en que la empresa debe ser el espacio no violento en el que la víctima de la violencia machista pueda encontrar el contraste con su experiencia personal y el modelo de normalidad.

El otro gran objetivo consiste en revertir la espiral desprofesionalizadora descrita en el apartado anterior, a través de medidas previstas en la normativa estatal, en los convenios colectivos o acuerdos de empresa, o en las iniciativas de responsabilidad social corporativa. Se trata, sobre todo, de mantener la vinculación laboral y la profesionalidad de la víctima. En este esfuerzo, no cabe duda de que la LOVG ha puesto los primeros peldaños, que deberían ser completados por normas vinculantes producto de la autonomía colectiva o a través de reglas no vinculantes. Pero los distintos sujetos responsables han sido poco diligentes en estas medidas complementarias. Poco se ha hecho además de repetir los mandatos de la ley o de afirmar la necesidad de apoyar a las víctimas de esta lacra social. Las normas colectivas -incluidos los planes de igualdad- no han diversificado ni enriquecido especialmente los contenidos de la LOVG, que corre el riesgo de convertirse en el arquetipo de lo posible.

Dicho lo cual, sin ánimo de ahondar ahora en ninguna de las reglas generales o concretas que contiene la LOVG, bien en su articulado, bien en sus disposiciones adicionales de modificación del Estatuto de los Trabajadores o de otras normas sociales -tarea que se abordará en otros capítulos de este libro-, sí que conviene trazar una especie de «programa» en el que la legislación de protección contra la violencia de género centra su interés.

En primer lugar, hay que considerar un haz de medidas que tienen que ver con el tiempo de trabajo y con su distribución. De una parte, está el tema del absentismo, a la hora de que ciertas inasistencias en que incurra la mujer sistemáticamente agredida puedan merecer la consideración de justificadas, pero no hasta el punto de incentivar unas inasistencias que ahondan más en la violencia. También, el de admitirse horarios más flexibles que le permitan a la mujer una mayor disponibilidad de sus tiempos y una posibilidad más amplia de sortear las dificultades para prestar sus servicios laborales. O también que le posibiliten conciliar su trabajo con otras actividades de recuperación de su integridad física y moral. Por supuesto, hay que contemplar la admisibilidad de incrementos y de reducciones de jornada que puedan servirle para mantener, en la medida de lo posible, su contacto con la empresa o, inversamente, obtener unos mayores recursos que la independicen económicamente del agresor. El objetivo general consiste pues en mantener la presencia posible y recomendable de la víctima en la relación de empleo que mantiene con su empresario.

En segundo lugar, tiene una relevancia indiscutible el apartado de la movilidad, en su doble faceta de funcional o geográfica, así como la modificación de ciertas condiciones de trabajo. Estos cambios deben ponerse al servicio de la mujer sometida a la violencia de género, a los efectos de preservarla alejada del maltratador. En ocasiones puede bastar con un simple cambio de tareas o con una modificación del lugar de trabajo que no implique cambio de residencia. Probablemente este cambio resulte necesario en no pocas ocasiones. Puede resultar provechoso un cambio de turno. En la adopción de estas medidas, se trata de que la empresa contemple algo ajeno al más inmediato interés económico, técnico, organizativo o productivo, o al menos de que compagine este con las necesidades más perentorias de las mujeres en estas situaciones.

En tercero, se trata de admitir la ausencia cuando no resulte posible la presencia. Pero de cohonestar esta ausencia con el mantenimiento del contrato de trabajo. En este contexto, tienen una importancia grande los permisos, que en estos casos sí que pueden definirse con bastante propiedad como derivados de causa de fuerza mayor, y ya sean retribuidos o no retribuidos, en función de lo que establezcan al respecto los convenios colectivos y los planes de igualdad. También ostentan una importancia notable las posibles reducciones de jornada, cuya flexibilidad debería ser amplia como para admitir que la trabajadora pueda mantener un contacto, aunque reducido, con la empresa en la que ha trabajado tradicionalmente. Por supuesto, en ocasiones la necesidad consistirá en la suspensión del contrato de trabajo, revista o no la forma de excedencia. Es verdad que estas medidas, en cuanto más prolongadas en el tiempo, mayor incidencia tendrán en el desarrollo profesional de la trabajadora, pero cuando menos le han de permitir conservar el vínculo laboral y no abandonar definitivamente. Que tales iniciativas puedan tener cierto nivel de protección social, ya sea pública, ya privada, es una tarea que concierne al legislador -como ha tenido en cuenta, aunque solo en relación con la suspensión que da lugar a la prestación por desempleo-, pero también a otros actores sociales.

Y, finamente, está el capítulo extintivo de la relación laboral. Se trata de diferenciar, en la medida de lo posible, la dimisión de la trabajadora víctima de violencia de género de otras dimisiones, formal y materialmente voluntarias por parte del trabajador. En este punto, no es suficiente con que la ley establezca progresivamente medidas en torno al acceso a la prestación por desempleo, o a la prestación por jubilación, sino que se configuren, a través de normas colectivas, determinadas compensaciones económicas en favor de la trabajadora, probablemente a través de fondos de acción social, pero también a través de mecanismos de seguro colectivo o de indemnizaciones a cargo de la empresa. Con las evidentes cautelas de que todo este entramado no se convierta, a la postre, en un mecanismo de incentivo del abandono de la relación laboral y del mercado de trabajo.

3.4.  Los retos de la Seguridad Social y de la acción social

En este campo, y por lo que respecta a la Seguridad Social, la labor fundamental que han acometido la Ley Orgánica de 2004 y otras normas sucesivas ha consistido fundamentalmente en adaptar las prestaciones tradicionales a la situación de la mujer víctima de violencia de género. Probablemente, esta sea la técnica más apropiada. En particular, la prestación por desempleo ha sido la más adaptada, mediante la utilización de diversas técnicas. En primer lugar, el establecimiento de una nueva situación legal derivada precisamente de la dimisión del contrato. En segundo, la recuperación de la técnica de la no consunción de las cotizaciones cuando se suceden suspensión y extinción del contrato, con mayor amplitud que en el caso de los expedientes de regulación de empleo y con carácter estructural. Y en tercero, la especial atención del colectivo de las víctimas de la violencia sexista en las acciones de empleabilidad y de búsqueda de nuevo empleo, esta última orientación a caballo entre la protección frente al desempleo y la política de empleo estatal y de las Comunidades Autónomas. Ha sido notable, al respecto, la política de bonificaciones y deducciones de Seguridad Social, así como de subvenciones a la contratación. Y también ha habido cierta labor de ajuste en materia de jubilación, por ejemplo en torno a la anticipada por circunstancias ajenas a la voluntad de la persona interesada, básicamente con ocasión de la Ley 27/2011.

Sin embargo, hay otras prestaciones que no han sido consideradas y que probablemente merecerían tenerse en cuenta desde esta perspectiva, porque pueden tener una incidencia particular en estos colectivos. Por ejemplo, el subsidio por incapacidad temporal, o por maternidad, o también la incapacidad permanente en cualquiera de sus modalidades. O, por supuesto, las lesiones permanentes no invalidantes. En todas ellas, la situación especialmente vulnerable de las víctimas debería de ser considerada a los efectos del otorgamiento de una prestación más proporcionada a su situación de necesidad. Y, asimismo, habría que considerar la protección por muerte y supervivencia. Está bien que se haya suprimido este sinsentido de que el viudo agente de la violencia pudiera percibir una pensión derivada directamente del homicidio, o indirectamente de las lesiones que infligió a su mujer, con todos los episodios sobrevenidos que aún suceden y se conocen por la opinión pública siete años después de la entrada en vigor de la LOVG. Pero también habría que reorganizar las pensiones de viudedad y orfandad en el caso de un causante que haya incurrido en este tipo de violencia. Porque la viuda y los huérfanos en tales circunstancias están en una situación especialmente cualificada. Sería posible, por ejemplo, equiparar estos casos con los producidos por contingencia profesional, por lo menos a los efectos del acceso y del cálculo de la base reguladora. O tal vez relajar algo los requisitos para poder accederse a los complementos por mínimos. O cualificar la prorrata de la exmujer víctima de violencia, aunque no a costa de las demás excónyuges.

Y, superponiéndose a esta protección, hay que aludir a todas las medidas de acción social, de las que son responsables principales las Comunidades Autónomas. En torno a esta materia hay medidas muy diversas y ayudas económicas y no económicas. En la práctica, han sido las más decisivas, porque las de Seguridad Social no han servido, básicamente por centrarse en el ámbito de las mujeres titulares de una relación profesional, por cuenta ajena o por cuenta propia. Y sin que se haya dado tampoco el paso de abrir la senda de las prestaciones no contributivas. Lamentablemente, la centralidad de la acción social en esta materia limita considerablemente la seguridad jurídica y económica de las mujeres en estas situaciones. Sobre todo en una época como la actual, de gran ligereza en la consideración de los recortes hacia los más desfavorecidos. Huelga recordar episodios bien conocidos, porque aluden a concretos y piadosos personajes.

4.  CONCLUSIÓN

La LOVG realizó pues un muy notable esfuerzo de regulación integral de la situación y de los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género. Esfuerzo también considerado por alguna ley posterior, como es el caso de las de reforma de la LO 4/2000, de 11 enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España. Sin embargo, las normas posteriores solo muy tímidamente ensancharon los derechos a otras relaciones profesionales distintas de las del trabajo por cuenta ajena y dependiente. Es el caso del Estatuto del Trabajador Autónomo, cuyas referencias se limitan a dos reglas concretas relativas a extinciones e interrupciones justificadas de la actividad profesional en el caso de trabajadoras autónomas económicamente dependientes, completadas con las referencias a la situación legal de cese de actividad y acreditación de la misma en la Ley 32/2010. Así pues, debe reconocerse que la regulación laboral en esta materia tiene los límites propios de su carácter laboral (o estatutario-funcionarial), derivados de que no alcanza en su protección a otras relaciones profesionales diferenciadas, asimilables a estos efectos a la del Estatuto de los Trabajadores o del Funcionario Público. En su seno, las mujeres víctimas se mantienen en la trampa de la falta de regulación legal y, por consiguiente, en la situación previa a la LOVG.

Ello no obstante, la propia existencia de reglas concretas de protección que afectan al desarrollo de la relación laboral es muestra de un Derecho del trabajo algo más preocupado por la incidencia de circunstancias y acontecimientos que nacen y se desarrollan fuera del propio contrato de trabajo, pero que lo afectan decisivamente. Constituye una manifestación de un ET algo más preocupado por situaciones de las personas que trabajan y que son ajenas al mero intercambio de trabajo y salario. Que hasta ahora no se tomaran en consideración constituía, en la práctica, una posición cómplice del ordenamiento jurídico con los agresores.

La LOVG tiene el doble mérito de ocuparse de estas situaciones, y de hacerlo al margen de cualquier compromiso del Reino de España derivado de su pertenencia a organismos supranacionales. A diferencia de otras materias -v. gr., la conciliación de la vida familiar y laboral-, en las que el Derecho interno se mantiene con dificultades en el pelotón de cola de los Estados de la Unión Europea en la ejecución de las normas derivadas, en violencia de género la LOVG legisló en materia laboral sin estar vinculada por ningún tipo de norma originaria o derivada. Lo cual revela, al mismo tiempo, la falta de concernimiento de la Unión Europea, y también la implicación de un Parlamento concreto, animado por el proyecto de un Gobierno concreto, en una fecha y en un lugar determinados.

Y ahora, en una época en la que incluso en el lenguaje político dominante quieren utilizarse eufemismos que no apelen directamente a la violencia de género, hay que defender con militancia esta ley y su desarrollo, porque es una de las piezas legislativas que, verdaderamente, «importan a la gente corriente». Es verdad que corren tiempos difíciles en los que defender el derecho a la no discriminación de la mujer constituye un empeño sometido a la difamación (blacklash) de los mass media y de los círculos de poder. Como casi todos los empeños que merecen la pena.
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1.  INTRODUCCIÓN: EL ACOSO SEXUAL, MANIFESTACIÓN DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO

El análisis de la realidad social de efectos devastadores denominada «acoso sexual» exige partir una previa precisión conceptual, a su vez explicación a la rúbrica que encabeza estas páginas. Sin perjuicio de posteriores intentos definitorios, al hilo fundamentalmente de las normas que regularon y regulan el acoso sexual debe, ya de entrada, catalogarse el acoso sexual como modalidad o variante de la realidad, más compleja si cabe, denominada «violencia de género». Debe así partirse de la afirmación siguiente: el acoso sexual es una peculiar manifestación, entre otras muchas posibles, de la violencia de género.

Esta última aflora en todos los ámbitos, en el privado o doméstico, pero también en el público y particularmente en el contexto laboral y profesional, constituyendo la llamada «violencia de género en el trabajo»  (1) , a su vez susceptible de materializarse de dos modos: a través del acoso sexual y a través del acoso por razón de sexo -asimismo denominado acoso sexista o acoso por razón de género-  (2) , modalidad a la que también se aludirá en estas páginas habida cuenta el destacado paralelismo existente entre ambas figuras  (3) .

En los orígenes de la problemática -del acoso sexual en particular y de la violencia de género en general- se hallan pues las categorías «género», «rol social» y «estereotipo de género», a las que deben dedicarse al menos unas líneas. La violencia contra las mujeres en sus múltiples manifestaciones es aquella ejercida en virtud, a causa o como consecuencia de su género femenino. Concepto amplio -al contrario que el de «sexo» no estrictamente vinculado a una identidad sexual-, que posee «connotaciones de carácter cultural», que «describe situaciones, sensaciones, sentimientos, cogniciones y conductas que los individuos poseen, experimentan o sufren por el hecho de ser hombre o mujer», concepto, en definitiva, referido «a la forma de adaptación de la persona a una sociedad que asigna valores, expectativas, roles y funciones sociales diferentes en función del sexo biológico». Así, habida cuenta su género, hombres y mujeres tienen asignados distintos roles sociales, funciones de contenido pero también de valor diverso: el rol asignado a las mujeres ha sido y sigue siendo inferior al socialmente otorgado a los hombres, lo cual determina una posición, desde una perspectiva social y económica, discriminatoria para las mujeres  (4) . En la conformación de los citados roles influyen múltiples factores sociales entre los que destaca la educación proporcionada a niños y niñas, al potenciarse respecto de los primeros rasgos caracterológicos como la dominación -entendida como tendencia a la imposición de deseos- y, correlativamente en el caso de las segundas, actitudes de sumisión al varón. Y, precisamente, los intentos de ruptura de los citados estereotipos de género se hallan en el origen de la violencia contra las mujeres, intentos de ruptura a menudo protagonizados en el contexto laboral habida cuenta las legítimas aspiraciones profesionales de las trabajadoras  (5) .

Así, cualquiera que sea la forma en que se manifieste la violencia de género -también en el caso del acoso sexual-, la razón última no acostumbra vincularse a cuestiones biológicas o deseos sexuales, la raíz es más honda de lo que aparenta: en última instancia, el varón está procurando mantener e, imponer, el poder que socialmente entiende se le ha conferido. Se aprecia así, nítidamente, el referido paralelismo entre ambas manifestaciones de violencia de género -el acoso sexual y el acoso por razón de sexo-: su razón última o causa específica es, siempre, el género  (6) .

2.  APROXIMACIÓN NORMATIVA Y CONCEPTUAL

2.1.  Configuración normativa: en los ámbitos comunitario e interno

En coherencia con lo expuesto, en el marco comunitario la protección frente al acoso sexual se ha abordado siempre desde la óptica de la igualdad entre los sexos  (7) . Ya en el primer antecedente destacable en la materia -el llamado informe Rubenstein de 1986, «La dignidad de la mujer en el mundo del trabajo: informe sobre el problema del acoso sexual»- se afirma que «el acoso sexual refleja en gran parte una relación de poder y se encuentra inextricablemente unido a la condición desfavorecida de la mujer en el trabajo y su posición subordinada en la sociedad. Los hombres pueden igualmente ser objeto de acoso sexual (...) [pero] en la práctica está demostrado que las mujeres ejercen raramente poder sobre los hombres en el medio laboral, el acoso sexual en el trabajo constituye un problema que concierne principalmente a las mujeres y raramente a los hombres (...) el género de la víctima constituye el facto que determina quien es víctima de acoso sexual y porqué el acoso sexual afecta mucho más a las mujeres que a los hombres»  (8) . Así pues, el acoso sexual conforma una discriminación por razón de sexo «contraria a las disposiciones del art. 5 parágrafo 1 de la Directiva relativa a la igualdad de trato y a la legislación adoptada por los Estados miembros para la aplicación de la citada Directiva»  (9) . Configuración que, si bien no fue objeto de inmediata acogida, determinó la senda por la que habría de transcurrir la posterior construcción de mecanismos de amparo frente al acoso sexual. Así, insiste en la configuración como conducta vulneradora del principio de igualdad, en primer término, la Recomendación de 27 de noviembre de 1991 de la Comisión de las Comunidades Europeas, relativa a la protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo  (10) , instrumento normativo no vinculante pero decisivo en el posterior desarrollo tanto a nivel comunitario como en el marco de los Derechos internos  (11) .
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